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COMUNICACIÓN DE ACUERDO
Sesión Ordinaria No. 2862, Artículo 9, del 26 de marzo de 2014
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SCI-184-2014
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio Calvo A, Rector
Licda.  Rosa María Vega Campos, Jefa de Área
Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
26 de marzo de 2014

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2862 Artículo 9, del 26 de marzo de 2014 Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732”


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:
[bookmark: _gjdgxs]
CONSIDERANDO QUE:

1. El Artículo 88 de la Constitución Política de la República de Costa Rica prescribe:

“Para la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos a las materias puestas bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica y de las demás instituciones de educación superior universitaria, o relacionadas directamente con ellas, la Asamblea Legislativa deberá oír previamente al Consejo Universitario o el órgano director correspondiente de cada una de ellas”.

2. La Secretaría del Consejo Institucional recibe oficio CG-954-2014, con fecha de recibido 07 de febrero de 2014, suscrito por la Licda.  Rosa María Vega Campos, Jefa de Área de la Asamblea Legislativa, dirigido al Dr.  Julio César Calvo Alvarado, Rector, en el cual solicita criterio sobre el proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.

3. El Proyecto precitado fue conocido por el Consejo Institucional en la Sesión No.  2856, del 12 de febrero de 2014, y dispone remitirlo en consulta a la Escuela de Administración de Empresas, Oficina de Planificación Institucional, Oficina de Asesoría Legal y a la Auditoría Interna.

4. Lista de oficios anexos:




Anexo 1

	Oficio
	Asunto

	CG-954-2014, del 06 de febrero de 2014
	Solicitud de criterio al Instituto Tecnológico de Costa Rica sobre el texto del proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.



Anexo 2

	Oficio
	Asunto

	SCI-064-2014, del 13 de febrero de 2014
	Solicitud de criterio a la Escuela de Administración de Empresas sobre el pronunciamiento del Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.




Anexo 3

	Oficio
	Asunto

	SCI-065-2014, del 13 de febrero de 2014
	Solicitud de criterio a la Oficina de Planificación Institucional sobre el pronunciamiento del Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.



Anexo 4

	Oficio
	Asunto

	SCI-066-2014, del 13 de febrero de 2014
	Solicitud de criterio a la Oficina de Asesoría Legal sobre el pronunciamiento del Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.



Anexo 5

	Oficio
	Asunto

	SCI-067-2014, del 13 de febrero de 2014
	Solicitud de criterio a la Auditoría Interna sobre el pronunciamiento del Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.





Anexo 6

	Oficio
	Asunto

	AUDI-029-2014, del 14 de febrero de 2014
	Pronunciamiento de la Auditoría Interna sobre el Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.  Entre otras cosas, se indica que el limitar esta posibilidad puede resultar un retroceso en detrimento de la calidad, objetividad e independencia de los productos de esta Auditoría y significa un debilitamiento en el control de la Hacienda Pública.  Por otra parte, no se logra visualizar que esta limitación que se impondría por ley favorezca la eficiencia del Estado y sus instituciones.



Anexo 7

	Oficio
	Asunto

	Asesoría Legal-062-2014, del 25 de febrero de 2014
	Pronunciamiento de la Oficina de Asesoría Legal sobre el Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.  Se indica que las observaciones indicadas señalan que no es oportuno apoyar el proyecto presentado, recomendando un análisis profundo de varios aspectos medulares, a saber: a) que los cambios en busca de una mayor flexibilidad no implique un debilitamiento de los órganos o entes que por mandato Constitucional son responsables de fiscalización y control del uso de los recursos públicos.  b) en igual sentido se considera que existen una ampliación de las potestades del Poder Ejecutivo que deben ser objeto de revisión constitucional.  Con fundamento en lo anterior expuesto se considera que a pesar de la necesidad existente del mejoramiento de la función pública, en los términos que se plantea la iniciativa objeto de consulta, no es recomendable apoyar la misma.



Anexo 8

	Oficio
	Asunto

	OPI-151-2014, del 26 de febrero de 2014
	Pronunciamiento de la Oficina de Planificación Institucional sobre el Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.  Se indica que se recomienda NO apoyar el proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, sin antes realizar un estudio más exhaustivo y de análisis de los entes involucrados en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República de Costa Rica, Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, Ley de Contratación Administrativa, Ley de Expropiaciones, Ley General de Salud, Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional.



Anexo 9

	Oficio
	Asunto

	AE-152-2014, del 18 de marzo de 2014
	Pronunciamiento de la Escuela de Administración de Empresas sobre el Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732.  Dentro de las conclusiones se tiene, que las atribuciones de la Procuraduría General de la República y de la Contraloría General de la República son claras a partir de sus respectivas leyes orgánicas, sin embargo las reformas propuestas en el proyecto de ley tienden a debilitar sus funciones, lo que podrían atentar contra el principio de sana administración.  Se recomienda que en vista de que se está realizando una revisión de una serie de leyes, se recomienda revisar la Ley No.  55-07 con el fin de buscar los niveles de eficiencia y coordinación con las leyes bajo estudio.




SE ACUERDA:

a. Pronunciarse en contra del Proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No.  18.732; con fundamento en las objeciones, sugerencias y recomendaciones emitidas por los entes técnicos consultados de esta Institución.

b. Comunicar. ACUERDO FIRME.


Palabras Clave: Proyecto Ley – Mejora – Funcionamiento – Instituciones – Sector Público


BSS/apmc

	ci.  Secretaría del Consejo Institucional
Vicerrectoría Docencia
VIE
VIESA
Centro Académico
Sede Regional San Carlos
Centro Académico de Limón
Oficina Asesoría Legal
Oficina de Planificación Institucional

	Auditoría Interna (Notificado a la Secretaria vía correo electrónico)
Comunicación y Mercadeo 
Centro de Archivo y Comunicaciones
FEITEC






ANEXO 1


6 de febrero de 2014
CG-954-2014


Doctor
Julio César Calvo Alvarado
Rector
Instituto Tecnológico de Costa Rica
Correo electrónico:  scordoba@itcr.ac.cr; jucalvo@itcr.ac.cr 

Estimado señor:

Con instrucciones de los integrantes de la subcomisión que tiene a cargo el estudio del expediente 18.732, se reitera la consulta formulada el pasado 5 de julio de 2013, mediante oficio CG-663, enviada por este medio, en la cual se solicita el criterio de esa Institución sobre el proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, el cual se adjunta.

Se le agradece evacuar la consulta en el plazo de ocho hábiles y, de ser posible, enviar también el criterio de forma digital.

Si necesita información adicional, le ruego comunicarse por medio de los teléfonos 2243-2194, 2243-2438, el fax 2243-2440 o el correo electrónico COMISION-GOBIERNO@asamblea.go.cr. [image: ]


Atentamente,



Rosa María Vega Campos
Jefa de Área




MPG/







ANEXO 2


SCI-064-2014
MEMORANDO

	Para:
	MAE. Alejandro Masís,  Director
Escuela  de Administración de Empresas

	
	

	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico Costa Rica 

	
	

	Fecha:
	13 de febrero del 2014 

	
	

	Asunto:
	Solicitud criterio sobre el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No. 18.732




En la Sesión Ordinaria No. 2856 del Consejo Institucional, celebrada el día 12 de febrero del 2014, se conoce el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No. 18.732; se dispuso solicitar el criterio de esa Escuela por ser un tema de su competencia.

Sírvase remitir su criterio a más tardar el 26 de febrero del año en curso, para dar respuesta a la Asamblea Legislativa, en el plazo reglamentario. El texto del Proyecto se localiza en la  página de la Asamblea Legislativa o bien pueda solicitar el archivo digital al correo de la funcionaria Cindy Picado Montero (cpicado@itcr.ac.cr). 

El Consejo Institucional agradece la colaboración en este asunto y le solicita remitir el criterio bajo el siguiente formato:  Consideraciones, observaciones al Proyecto y recomendación de apoyar o no el Proyecto, así como señalar si el mismo atenta contra la autonomía universitaria; cuando corresponda.

Se le agradece su pronta atención.




BSS/cmpm

CI: Consejo Institucional 
      Archivo

Ref: Z:\Documentos_SCI-064-14\Proyectos de Ley No. 18.732








ANEXO 3


SCI-065-2014
MEMORANDO

	Para:
	MAU. Tatiana Fernández, Directora
Oficina de Planificación Institucional

	
	

	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico Costa Rica 

	
	

	Fecha:
	13 de febrero del 2014 

	
	

	Asunto:
	Solicitud criterio sobre el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No. 18.732




En la Sesión Ordinaria No. 2856 del Consejo Institucional, celebrada el día 12 de febrero del 2014, se conoce el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No. 18.732; se dispuso solicitar el criterio de esa Oficina por ser un tema de su competencia.

Sírvase remitir su criterio a más tardar el 26 de febrero del año en curso, para dar respuesta a la Asamblea Legislativa, en el plazo reglamentario. El texto del Proyecto se localiza en la  página de la Asamblea Legislativa o bien pueda solicitar el archivo digital al correo de la funcionaria Cindy Picado Montero (cpicado@itcr.ac.cr). 

El Consejo Institucional agradece la colaboración en este asunto y le solicita remitir el criterio bajo el siguiente formato:  Consideraciones, observaciones al Proyecto y recomendación de apoyar o no el Proyecto, así como señalar si el mismo atenta contra la autonomía universitaria; cuando corresponda.

Se agradece su pronta atención.


BSS/cmpm

CI: Consejo Institucional 
      Archivo

Ref: Z:\Documentos_SCI-065-14\Proyectos de Ley No. 18.732


ANEXO 4


SCI-066-2014
MEMORANDO

	Para:
	Licda. Grettel Ortiz, Directora
Oficina de Asesoría Legal

	
	

	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico Costa Rica 

	
	

	Fecha:
	13 de febrero del 2014 

	
	

	Asunto:
	Solicitud criterio sobre el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No. 18.732




En la Sesión Ordinaria No. 2856 del Consejo Institucional, celebrada el día 12 de febrero del 2014, se conoce el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No. 18.732; se dispuso solicitar el criterio de esa Oficina por ser un tema de su competencia.

Sírvase remitir su criterio a más tardar el 26 de febrero del año en curso, para dar respuesta a la Asamblea Legislativa, en el plazo reglamentario. El texto del Proyecto se localiza en la  página de la Asamblea Legislativa o bien pueda solicitar el archivo digital al correo de la funcionaria Cindy Picado Montero (cpicado@itcr.ac.cr). 

El Consejo Institucional agradece la colaboración en este asunto y le solicita remitir el criterio bajo el siguiente formato:  Consideraciones, observaciones al Proyecto y recomendación de apoyar o no el Proyecto, así como señalar si el mismo atenta contra la autonomía universitaria; cuando corresponda.

Se agradece su pronta atención.




BSS/cmpm

CI: Consejo Institucional 
      Archivo

Ref: Z:\Documentos_SCI-066-14\Proyectos de Ley No. 18.732








ANEXO 5


SCI-067-2014
MEMORANDO

	Para:
	Lic. Isidro Álvarez, Director
Auditoría Interna

	
	

	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico Costa Rica 

	
	

	Fecha:
	13 de febrero del 2014 

	
	

	Asunto:
	Solicitud criterio sobre el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No. 18.732




En la Sesión Ordinaria No. 2856 del Consejo Institucional, celebrada el día 12 de febrero del 2014, se conoce el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, Expediente No. 18.732; se dispuso solicitar el criterio de esa instancia por ser un tema de su competencia.

Sírvase remitir su criterio a más tardar el 26 de febrero del año en curso, para dar respuesta a la Asamblea Legislativa, en el plazo reglamentario. El texto del Proyecto se localiza en la  página de la Asamblea Legislativa o bien pueda solicitar el archivo digital al correo de la funcionaria Cindy Picado Montero (cpicado@itcr.ac.cr). 

El Consejo Institucional agradece la colaboración en este asunto y le solicita remitir el criterio bajo el siguiente formato:  Consideraciones, observaciones al Proyecto y recomendación de apoyar o no el Proyecto, así como señalar si el mismo atenta contra la autonomía universitaria; cuando corresponda.

Se agradece mucho su colaboración al respecto.








BSS/cmpm

CI: Consejo Institucional 
      Archivo

Ref: Z:\Documentos_SCI-067-14\Proyectos de Ley No. 18.732





ANEXO 6

AUDI-029-2014
Memorando
Para:		Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva
  		Secretaría del Consejo Institucional

De:		Lic. Isidro Álvarez Salazar, 
Auditor Interno 

Fecha:		14 de febrero de 2014

Asunto:	Atención oficio SCI-067-2014 “Solicitud de criterio sobre el Proyecto de Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público. Expediente        No. 18.732”


En respuesta a la solicitud planteada mediante el oficio SCI-067-2014, del 13 de febrero de 2014, en el que se solicita emitir criterio sobre el proyecto Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público, expediente No. 18.732, se informa lo siguiente:

· Mediante oficio No. CG-774-2013, del 23 de agosto de 2013, la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa, solicitó directamente a esta Auditoría, criterio en relación con el proyecto de Ley que se tramita bajo el expediente No. 18.732.

· Mediante oficio AUDI-206-2013, del 03 de setiembre de 2013, se planteó ante esa Comisión de la Asamblea Legislativa una solicitud de prórroga.

· Mediante oficio AUDI-213-2013, del 10 de setiembre de 2013, esta Auditoría Interna remitió a la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa, el criterio solicitado.  Se adjunta copia del oficio mencionado para lo que corresponda.

Quedo en la mejor disposición de ampliar o de aclarar cualquiera de los aspectos contemplados en dicho oficio.

Atentamente,

IAS/lmma


•  Consejo Institucional
MSc. Grettel Ortiz Álvarez, Directora Asesoría Legall
Archivo


Ref./GAA-017-2013


ANEXO 7


Asesoría Legal-062-2014
Memorando


PARA: 	Lcda. Bertalia Sanchez Salas, Directora Ejecutiva		       
Secretaria del Consejo Institucional	
	
DE:		Msc. Grettel Ortíz  Álvarez, Directora
		Asesoría Legal	

FECHA:       25 de febrero del 2014	

ASUNTO: 	Solicitud de criterio sobre el Proyecto  “Ley para mejorar el    funcionamiento de las Instituciones del sector público” Expediente legislativo 18.732 

Con instrucciones y visto bueno de la señora Directora del Área Legal se procede a emitir criterio de referencia.
I GENERALIDADES Y PROPUESTA:
Expediente 18.732
Proyecto: “LEY PARA EL MEJOR FUNCIONAMIENTO DE LAS INSTITUCIONES DELSECTOR PUBLICO” 
Comisión Legislativa: Comisión de Gobierno y Administración. 
Proponente: Poder Ejecutivo
Según exposición de motivos el presente Proyecto pretende ofrecer un instrumento jurídico que permita al Estado, enfrentar los retos ante una realidad que demanda procesos más ágiles y efectivos que los existentes en la actualidad, se considera que; “Más que una ausencia de voluntad política o de una incapacidad particular del gobierno de turno, es la maraña legal, la posibilidad de abuso de los recursos legales, y la existencia de controles excesivos, innecesarios o inoportunos, lo que impide ese funcionamiento, provocando retrasos en el accionar administrativo, la prevalencia de los intereses privados sobre los intereses públicos y la consiguiente frustración”.
Se propone como solución la reforma de varias leyes entre ellas: a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, la Procuraduría, la Ley de Contratación Administrativa, la Ley de  Expropiaciones, Ley General de Salud, Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio, una regulación relacionada con las juntas directivas y la creación de un  Consejo Económico y Social,  de carácter consultivo, con ello se intenta racionalizar controles y agilizar procedimientos. 
Según se indica la Reforma a la  Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República tienen el propósito de  establecer reglas más claras en sus dictámenes y pronunciamientos, manteniendo los controles y su independencia.
La reforma de  la Ley de Contratación General de la República, busca una simplificación de procedimientos debido a que se considera que el sistema actual permite  retrasos en la contratación pública, manteniendo los controles e independencia que tiene ésta.
En relación a la  Ley de Expropiaciones pretende igualmente agilizar los trámites de expropiación  para evitar demoras en la ejecución de infraestructura pública
En igual sentido se propone reformas a la Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio con el fin de agilizar trámites.
Se dan facultades al Poder Ejecutivo para que por medio de decreto  pueda reorganizar y reasignar las funciones y competencias designadas por ley a los Ministerios, así como la posibilidad de reconcentrar actividades que se mantienen hoy día desconcentradas.
Se propone la eliminación de las instituciones, siendo sustituidas por un jerarca unipersonal. Se exceptúa de ésta disposición a la CCSS, los bancos del Estado, el INS y la Aresep, las municipalidades y universidades públicas. 
Por último se señala la creación de un  Consejo Económico y Social,  de carácter consultivo para  asesorar al Poder Ejecutivo en aspectos económicos y sociales.
II-OBSERVACIONES Y COMENTARIOS SOBRE EL PROYECTO DE LEY PARA MEJORAR EL FUNCIONAMIENTO DE LAS INSTITUCIONES DEL SECTOR PÚBLICO. Expediente .18.732
Aclaración previa: A continuación se desglosa en forma contínua cada uno de los artículos que se pretende reformar ( la reforma se destaca en negrilla) y a los cuales se les ha realizado observaciones, no obstante se señala que como metodología de análisis; se confeccionó un cuadro comparativo entre la ley vigente, la propuesta de reforma   de todos los artículos, sistema que se utilizó para poder detallar los cambios propuestos y realizar las observaciones. Se adjunta como anexo cuadro de referencia.
1-ARTÍCULO 1.- Refórmanse los artículos 4, 12, 15, 17, 20 y 21 de la Ley Nº 7428, de 7 de setiembre de 1994, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República
“Artículo 4.- Ámbito de su competencia
La Contraloría General de la República ejercerá su competencia sobre todos los entes y órganos que integran la Hacienda Pública.
La Contraloría General de la República tendrá competencia facultativa sobre:
a) Los entes públicos no estatales de cualquier tipo.
b) Los sujetos privados, que sean custodios o administradores, por cualquier título, de los fondos y actividades públicos que indica esta ley.
c) Los entes y órganos extranjeros integrados por entes u órganos públicos costarricenses, dominados mayoritariamente por estos, o sujetos a su predominio legal, o cuya dotación patrimonial y financiera esté dada principalmente con fondos públicos costarricenses, aun cuando hayan sido constituidos de conformidad con la legislación extranjera y su domicilio sea en el extranjero. Si se trata de entidades de naturaleza bancaria, aseguradora o financiera, la fiscalización no abarcará sus actividades sustantivas u ordinarias.
d) Las participaciones minoritarias del Estado o de otros entes u órganos públicos, en sociedades mercantiles, nacionales o
e) Si se trata de entidades de naturaleza bancaria o financiera de las contempladas en este artículo y que sean extranjeras, la competencia facultativa de la Contraloría se ejercerá según los
Siguientes principios:  
i) El control se efectuará a posteriori, para verificar el cumplimiento de su propia normativa.
ii) No comprenderá aspectos de la organización administrativa del ente ni de la actividad propia de su giro ordinario.
iii) No les serán aplicables la Ley de Administración Financiera de la República, ni el Reglamento de la Contratación Administrativa; tampoco deberán presentar, a la Contraloría, presupuestos para su aprobación.
iv) El respeto al secreto y a la confidencialidad bancaria, de conformidad con la Constitución Política y con la ley.
v) El respeto al ámbito de competencia de entidades fiscalizadoras o contraloras, a que se encuentren sujetos los entes en sus respectivos países.
vi) Las funciones de fiscalización encomendadas actualmente por ley a otras autoridades fiscalizadoras, las seguirán ejecutando estas, en la materia propia de su competencia.
vii) El respeto a los regímenes de auditoría a los cuales estén sometidos, sin que quepan conflictos de competencia con los jerarcas de esas entidades extranjeras, en cuanto a las directrices, las normas y los procedimientos de auditoría vigentes en los respectivos países.
viii) El ejercicio de su competencia por parte de la Contraloría no modifica la naturaleza jurídica ni la nacionalidad del ente u órgano.
Se entenderá por sujetos pasivos los que están sometidos a la fiscalización de la Contraloría General de la República, de acuerdo con este artículo.
Los criterios que emita la Contraloría General en el ámbito de su competencia, serán vinculantes para los sujetos pasivos sometidos a su control o fiscalización. No le compete a la Contraloría General definir los fines y objetivos de la gestión pública, ni elegir los medios que serán empleados para la satisfacción del interés público, por tratarse de decisiones y competencias cuya adopción corresponden a la Administración activa, de conformidad con el ordenamiento jurídico.
Cuando los criterios que emita la Contraloría General en el ejercicio de las potestades contenidas en esta ley, se refieran a situaciones concretas que afecten de manera directa a sujetos pasivos de su fiscalización o a sujetos privados, el órgano contralor deberá dar audiencia a los afectados para que se pronuncien sobre las conclusiones preliminares del criterio respectivo.”
ii) No comprenderá aspectos de la organización administrativa del ente ni de la actividad propia de su giro ordinario.
OBSERVACIONES: Por mandato constitucional se crea la Contraloría General de la República   como una institución que tiene como fin la vigilancia de la Hacienda Pública:  Entre  sus deberes y atribuciones están :
“1) Fiscalizar la ejecución y liquidación de los presupuestos ordinarios y extraordinarios de la República;  
(…)
3)  Enviar anualmente a la Asamblea Legislativa, en su primera sesión ordinaria, una memoria del movimiento correspondiente al año económico anterior, con detalle de las labores del Contralor y exposición de las opiniones y sugestiones que éste considere necesarias para el mejor manejo de los fondos públicos;  
(…) (Artículo 184 Constitución Política.)
El artículo 6 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República; establece los alcances del control sobre fondos y actividades privados señalando:
“En materia de su competencia constitucional y legal, el control sobre los fondos y actividades privados, a que se refiere esta Ley, será de legalidad, contable y técnico y en especial velará por el cumplimiento del destino legal, asignado al beneficio patrimonial o a la liberación de obligaciones.
La Contraloría General de la República podrá fiscalizar el cumplimiento, por parte de los sujetos privados beneficiarios, de reglas elementales de lógica, justicia y conveniencia, para evitar abusos, desviaciones o errores manifiestos en el empleo de los beneficios recibidos.
Dentro del marco y la observancia de estas reglas elementales, tanto la Contraloría General de la República como la entidad pública concedente del beneficio respetarán la libertad de iniciativa del sujeto privado beneficiario, en la elección y el empleo de los medios y métodos para la consecución del fin asignado.”
Como se desprende de la normativa transcrita, la Contraloría General de la República  no podría por imperio de ley accionar en las competencias propias de la administración activa.
Por lo que la propuesta planteada no agrega aspectos sustanciales. No obstante  si la decisión de señores diputados y señoras diputadas es aprobar la presente modificación se considera que la misma tal y como está propuesta, no atenta  contra la autonomía universitaria.

Artículo 12.- Órgano rector del ordenamiento

La Contraloría General de la República es el órgano rector del ordenamiento de control y  fiscalización superiores, contemplado en esta ley.
Las disposiciones, normas, políticas y directrices que ella dicte, dentro del ámbito de su competencia, son de acatamiento obligatorio y prevalecerán sobre cualesquiera otras disposiciones de los sujetos pasivos que se le opongan, de conformidad con los límites establecidos en el artículo 4 de esta ley en cuanto a la imposibilidad de sustitución de las decisiones propias de la Administración activa.

La Contraloría General de la República dictará, también, las instrucciones y órdenes dirigidas a los sujetos pasivos, que resulten necesarias para el cabal ejercicio de sus funciones de control y fiscalización.
La Contraloría General de la República tendrá, también, la facultad de determinar entre los entes, órganos o personas sujetas a su control, cuáles deberán darle obligada colaboración, así como el marco y la oportunidad, dentro de los cuales se realizará esta y el conjunto razonable de medios técnicos, humanos y materiales que deberán emplear.”

OBSERVACIONES:

Se considera que aplica la misma observación para la reforma planteada al artículo 4 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República

“Artículo 15.- Garantía de inamovilidad
El auditor y el subauditor de los entes u órganos de la Hacienda Pública son inamovibles. Solo podrán ser suspendidos o destituidos de su cargo por justa causa y por decisión emanada del jerarca respectivo, previa formación de expediente, con oportunidad suficiente de audiencia y defensa en su favor, así como dictamen previo favorable de la Contraloría General de la República.
La inobservancia del régimen de inamovilidad establecido en esta norma será sancionada con suspensión o destitución del o de los funcionarios infractores, 
según lo determine la Contraloría General de la República. Igualmente los funcionarios que hayan incurrido en ella serán responsables de los daños y perjuicios causados, sin perjuicio de la nulidad absoluta del despido irregular, la cual podrá ser declarada por la Contraloría General de la República directamente, removido tendrá derecho a su reinstalación, como si la remoción no hubiera tenido lugar.

En el ejercicio de sus facultades, el auditor y el subauditor no podrán definir los fines y objetivos de la gestión institucional, ni elegir los medios que serán empleados para la satisfacción del interés público, por tratarse de competencias que corresponden a la Administración activa, de  Conformidad con el ordenamiento jurídico.”

OBSERVACIONES:
La pretendida reforma, se relaciona con la prohibición por parte de la auditoria de realizar acciones correspondientes a las administración activa la misma ya está regula por ejemplo el artículo 34 de la Ley General de Control Interno, establece esta prohibición.

Artículo 34.-Prohibiciones. El auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la auditoría interna, tendrán las siguientes prohibiciones:

a) funciones y actuaciones de administración activa, salvo las necesarias para cumplir su competencia 
(…)

Por lo que tal reforma no lleva a un cambio sustancial, como el pretendido en la exposición de motivos. No obstante la pretensión se considera no afecta la autonomía universitaria pretendida.

“Artículo 17.- Alcance del control
La Contraloría General ejercerá el control de legalidad sujeta a lo establecido en el artículo 10 de la Ley General de la Administración Pública. Las disposiciones que gire la Contraloría General en el ejercicio del control de legalidad, serán 
vinculantes para los sujetos pasivos de su fiscalización, de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de esta ley.

La Contraloría General podrá hacer control de eficiencia por medio de las auditorías operativas previstas en el artículo 21 de esta ley. En el ejercicio de esta modalidad de control, la Contraloría General emitirá recomendaciones no vinculantes.”

OBSERVACIONES:
Se considera importante tener en cuenta la opinión  que sobre este artículo fue emitido por la Auditoría interna del  Tecnológico de Costa Rica por medio de Audi-213-2013 y que fue remitido al Consejo Institucional  según Audi-029-2014 de fecha 14 de febrero 2014, que  igualmente esta agregado al expediente  legislativo.

En igual sentido se recomienda considerar sí este artículo en la forma que está redactado traerá un debilitamiento en los controles que debe ejercer la Contraloría, lo cual puede ser perjudicial para el interés público, así como eventuales vicios de constitucionalidad.

“Artículo 20.- Potestad de refrendo de contratos
La Contraloría General determinará reglamentariamente las categorías de contratos  Administrativos que estarán sujetas al refrendo contralor como requisito de eficacia. Asimismo, podrá señalar, por igual vía, cuáles otras categorías estarán sometidas a la aprobación interna por un órgano del sujeto pasivo o a otros medios alternativos de control previo de legalidad.
En el caso de los contratos sometidos a refrendo, la Contraloría General deberá resolver las solicitudes dentro de un plazo que no podrá exceder de veinticinco días hábiles. La falta de pronunciamiento dentro de este plazo da lugar al silencio positivo.
En los casos en los que, a pesar de requerirse el refrendo contralor, se inicie la ejecución de un contrato sin contar con ese requisito, la Contraloría General valorará la procedencia de la aplicación del artículo 188 de la Ley 
General de la Administración Pública, si así lo solicita la entidad contratante. No obstante, la ejecución de contratos sin el refrendo requerido, será causal de responsabilidad personal para el funcionario que haya ordenado la ejecución.
Salvo en el caso de los contratos de concesión otorgados de conformidad con la Ley N.º 7762, de 14 de abril de 1998, Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos, las modificaciones contractuales no requerirán el refrendo contralor, pero estarán sometidas al control posterior facultativo de la Contraloría General.
OBSERVACIONES:
Es oportuno valorar concienzudamente las implicaciones que conlleva la posibilidad de iniciar una obra sin  refrendo previo por  parte de la Contraloría, bajo la esquema de un saneamiento posterior, debido a que por este medio podría vulnerarse o debilitarse la actividad fiscalizadora de la Contraloría General de la República, unido a ello los efectos económicos y compromisos adquiridos con terceros  previos al refrendo.
Artículo 21.- Potestad para realizar auditorías
La Contraloría General de la República podrá realizar auditorías de cumplimiento legal, financieras, operativas y de carácter especial en los sujetos pasivos.
Dentro del ámbito de su competencia, la Contraloría General de la República podrá acordar con las entidades fiscalizadoras superiores de otros países, la realización de auditorías individuales o conjuntas, en uno o en varios de ellos, con las salvedades que imponga cada legislación.”
Se indica que la potestad  de que la Contraloría General de la  República  realice auditorías de cumplimiento o control ley está ya establecido en la legislación costarricense así como por pronunciamientos de la misma Sala Constitucional a saber: “El artículo 183 de la Constitución Política establece que la Contraloría 
General de la República es un órgano auxiliar de la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la hacienda pública, y goza de absoluta independencia funcional y administrativa en el desempeño de sus labores.” 
Sala Constitucional Voto 2660-2001
"En primer término, conforme a lo establecido en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, la Ley de la Administración Financiera de la República y el Reglamento de la Contratación Administrativa, corresponde a la Contraloría General, ejercer las funciones de fiscalización y control en todo lo que concierne a los procedimientos de contratación administrativa"; y reafirmó en sentencia número 0998-98, supra citada: "[...] de manera que la Contraloría, en ejercicio de las atribuciones conferidas por el ordenamiento jurídico -según se anotó anteriormente-, se encarga de ejercer un control financiero y de legalidad en el manejo de los fondos públicos, que comprende las diversas operaciones de ejecución del presupuesto del Estado, control que consiste en fiscalizar la coincidencia entre la acción administrativa financiera y la norma jurídica, por lo que, como lógica consecuencia, no escapa a este control de la Contraloría, la actividad referente a la contratación administrativa, [...]"
2-ARTÍCULO 2.- Refórmense los artículos 3, inciso a), 4 y 6 de la Ley N.º 6815, de 27 de setiembre de 1982, Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en los siguientes términos:
Artículo 4.- Consultas
La Administración Pública podrá consultar el criterio técnico-jurídico de la Procuraduría. La consulta deberá hacerla el ministro o el órgano jerárquico máximo del ente respectivo; en cada caso, deberán acompañar la opinión de la asesoría legal respectiva.”  
OBSERVACIONES:
Esta reforma deja por fuera  a los órganos del Estado lo que se considera una omisión incorrecta; debido a que es importante que la Administración Pública en General pueda consultar  a la Procuraduría General de la República. 
En igual sentido se considera recomendable estudiar la posibilidad de consulta por parte de las auditorías internas, dado que la misma puede ser un instrumento importante para su  función de control, y velar por el cumplimiento del bloque de legalidad. Por otro lado el artículo 33  de la Ley de Control Interno  establece la potestad de las auditorías internas de solicitar a los funcionarios de cualquier nivel la colaboración, asesoramiento entre otros.
Aspectos  que se considera recomendable tomar en cuenta para evitar una contradicción.
“Artículo 6.-  Dispensa en el acatamiento de dictámenes
El Consejo de Gobierno podrá dispensar de la obligatoriedad de los dictámenes emitidos por la Procuraduría, mediante resolución razonada.
Como requisito previo, el órgano consultante deberá solicitar reconsideración a la Procuraduría dentro de los treinta días siguientes al recibo del dictamen, la cual habrá de ser resuelta por el jerarca de la Procuraduría General de la República.  Si el jerarca deniega la reconsideración, el consultante, dentro de los treinta días siguientes, podrá acudir ante el Consejo de Gobierno para efectos de la dispensa a que se refiere el párrafo anterior.”
OBSERVACIONES:
En la ley vigente se estable que en asuntos excepcionales y que esté empeñado el interés público, el Consejo de Gobierno podría dispensar la obligatoriedad de los dictámenes emitidos por la Procuraduría.  Al eliminar esa excepcionalidad se está dando una potestad más amplia al Consejo de Gobierno, que a pesar de ser bajo una resolución razonada, se considera recomendable analizar los posibles alcances y efectos que pueden producir esta potestativa. 
En igual sentido esta amplitud de dispensa otorgada al Consejo de Gobierno puede ser contraproducente, debido a que se abre la posibilidad que puedan 
prevaler aspectos políticos del momento sobre aspectos jurídicos relevantes. Finalmente se considera que se está debilitando el sistema de control.
3- ARTÍCULO 3.- Refórmanse los artículos 3, 4, 8, 11, 30, 32, 36, 40, 42 inciso j), 59, 84, 89 y 91 de la Ley N.º 7494, de 2 de mayo de 1995, Ley de Contratación Administrativa, en los siguientes  términos:
Artículo 3.- Régimen jurídico
La actividad de contratación administrativa se somete a las normas y los principios del  ordenamiento jurídico administrativo.
Cuando lo justifique la satisfacción del fin público, la Administración podrá utilizar,  instrumentalmente, cualquier figura contractual que no se regule en el ordenamiento jurídico-administrativo.
En todos los casos, se respetarán los principios, los requisitos y los procedimientos ordinarios establecidos en esta ley, en particular en lo relativo a la formación de la voluntad administrativa.
El régimen de nulidades de la Ley General de la Administración Pública se aplicará a la contratación administrativa. En el conocimiento de recursos de objeción y de apelación, la Contraloría General deberá aplicar el citadorégimen de nulidades y solo podrá declarar con lugar las gestiones recursivas cuando se esté ante actos administrativos viciados de nulidad absoluta.
Las disposiciones de esta ley se interpretarán y se aplicarán, en concordancia con las facultades de fiscalización superior de la Hacienda Pública que le corresponden a la Contraloría General de la República, de conformidad con su Ley Orgánica y la Constitución Política. No le compete a la Contraloría General definir los fines y objetivos de la gestión pública en materia de contratación administrativa, ni elegir los medios que serán empleados para la satisfacción del interés público, por tratarse de decisiones cuya adopción corresponde a la Administración activa, de conformidad con el ordenamiento jurídico.
Para el mejor ejercicio de sus potestades de fiscalización en la materia regulada en esta ley, la Contraloría General de la República podrá requerir el criterio técnico de asesores externos; para ello, estará facultada para recurrir al procedimiento previsto en el inciso h), del artículo 2 de esta ley, independientemente de la cuantía de la contratación. En caso de que tal requerimiento se formule ante un ente u órgano público, su atención será obligatoria, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.
OBSERVACIONES:
La reforma planteada, relacionada con la no competencia de la Contraloría  en la definición de fines y objetivos de la gestión pública se indica que éste tema ya se encuentra regula; siendo estas competencias de la administración activa.
La misma Sala Constitucional se ha manifestado sobre las funciones propias de la Contraloría.  “El control de los fondos públicos es una competencia directamente atribuida por la Constitución a la Contraloría General de la República. En tratándose de los entes descentralizados, esa competencia se muestra ante todo en la aprobación del Presupuesto del Ente de que se trata. En el ejercicio de esa competencia, el Órgano de Control está sujeto a las Constitución y a las leyes. Parte del control es determinar la regularidad del presupuesto de acuerdo con los principios constitucionales que lo rigen (así resolución de la Sala Constitucional, N. 2011-98 de 18:06 hrs. del 24 de marzo de 1998).
Por lo que la propuesta planteada no agrega aspectos sustanciales. No obstante  si la decisión de señores diputados y señoras diputadas es aprobar la presente modificación se considera que la misma no atenta contra la autonomía universitaria.
Artículo 4.- Principios de eficacia y eficiencia
Todos los actos relativos a la actividad de contratación administrativa deberán estar orientados al cumplimiento de los fines, las metas y los objetivos de la administración, con el propósito de garantizar la efectiva satisfacción del interés general, a partir de un uso eficiente de los recursos institucionales. 
Las disposiciones que regulan la actividad de contratación administrativa, deberán ser interpretadas de la manera que más favorezca la consecución de lo dispuesto en el párrafo anterior.
En todas las etapas de los procedimientos de contratación, prevalecerá el contenido sobre la forma, de manera que se seleccione la oferta más conveniente para cumplir los fines públicos, de conformidad con el párrafo primero de este artículo.
Los actos y las actuaciones de las partes se interpretarán en forma tal que se permita su  conservación y se facilite adoptar la decisión final, en condiciones beneficiosas para el interés general. Los defectos subsanables no descalificarán la oferta que los contenga. En caso de duda, siempre se favorecerá la conservación de la oferta o, en su caso, la del acto de adjudicación.
La Administración deberá adoptar y regular procedimientos internos que garanticen que su actividad contractual se apegue a los principios desarrollados en este artículo. Con ese propósito y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40 de esta ley, la Administración deberá eliminar los trámites internos que resulten innecesarios o cuyo costo sea mayor  que el beneficio obtenido. Asimismo, la Administración aplicará medidas de estandarización de carteles y de contratos.”
OBSERVACIONES:
La estandarización propuesta podría servir para una mayor claridad, y establecer reglas generales, no obstante debe de  tenerse en cuenta que hay situaciones con especificaciones concretas  que se necesitan para lograr cumplir con el fin público deseado. Por lo que sería recomendable incluir al final del  último  párrafo de esta propuesta: “en casos especiales y en forma razonada podrán adaptarse  los carteles a las necesidades del objetivo a cumplir, lo anterior únicamente cuando el fin público así lo amerite” 
Además si bien es cierto según exposición de motivos lo que se pretende es una mayor agilidad en los procesos, lo cual es necesario, debe de considerarse si esta flexibilidad no implica un debilitamiento en los controles.
Artículo 8.- Disponibilidad presupuestaria
Para iniciar el procedimiento de contratación administrativa, es necesario contar con recursos presupuestarios suficientes para enfrentar la erogación respectiva. En casos excepcionales y para atender una necesidad muy calificada, a juicio de la Administración podrán iniciarse los procedimientos de contratación administrativa sin contar con el contenido presupuestario, para lo cual se requiere la seguridad de que oportunamente se dispondrá de la asignación respectiva. En estas situaciones, la Administración advertirá, expresamente en el cartel, que la validez de la contratación queda sujeta a la existencia del contenido presupuestario.
En las contrataciones cuyo desarrollo se prolongue por más de un período presupuestario, únicamente es necesario presupuestar el monto que se ejecutará proporcionalmente en ese año y para los subsiguientes periodos anuales se deberán incorporar los restantes montos, según corresponda.
De igual manera se pondrán iniciar contrataciones en el año anterior a aquel en el que se ejecutará el contrato, cuando se advierta esta circunstancia en el cartel y existan razones justificadas para esa actuación. En este caso deberá adoptarse todas las medidas necesarias para garantizar el pago en el momento oportuno.”
OBSERVACIONES:
Esta modificación  persigue cumplir con un trámite más expedito en cumplimiento de un fin público, se hace la observación en el sentido que esta apertura; de iniciar los procedimientos de contratación sin contar con el contenido presupuestario, aun estableciendo para ello el requisito de seguridad de contenido presupuestario, se  considera necesaria una regulación más específica, ya sea en esta ley o vía reglamentaria, a fin de establecer especificaciones que garanticen la seguridad de la asignación presupuestaria, el control, la transparencia y la rendición de cuentas.
“Artículo 11.- Derecho de rescisión y resolución unilateral
Unilateralmente, la Administración podrá rescindir o resolver, según corresponda, sus relaciones contractuales, por motivo de incumplimiento, por causa de fuerza mayor, caso fortuito o cuando así convenga al interés público, todo con apego al debido proceso.
En el caso de que se pretenda la resolución contractual por incumplimiento del contratista, la Administración seguirá las reglas del procedimiento ordinario previsto en la Ley General de la Administración Pública. Una vez abierto el procedimiento, la Administración podrá suspender la ejecución del contrato objeto de la imputación y solicitar a la Contraloría General de la República la autorización prevista en el inciso c) del artículo 2 bis de esta ley, para contratar aquellos servicios, obras o suministros necesarios para salvaguardar el interés público y los fondos públicos, así como para garantizar la continuidad de los servicios a su cargo, de manera que la suspensión contractual no genere mayores perjuicios.
Cuando se ponga término al contrato, por causas que no se le imputen al contratista, la Administración deberá liquidarle la parte que haya sido efectivamente ejecutada y resarcirle los daños y perjuicios ocasionados.
En los supuestos de caso fortuito o fuerza mayor, se liquidará en forma exclusiva la parte efectivamente ejecutada y los gastos en que haya incurrido razonablemente el contratista en previsión de la ejecución total del contrato.
La Administración podrá reconocer, en sede administrativa, los extremos indicados en los incisos anteriores.”
OBSERVACIONES:
Esta posibilidad ya se encuentra regulada en el artículo 2 bis de la Ley de Contratación Administrativa que señala: “Artículo 2 bis.—Autorizaciones. Exclúyense de los procedimientos de concurso establecidos en esta Ley, los siguientes supuestos autorizados por la Contraloría General de la República:   
a) Cuando los bienes, las obras o los servicios, en razón de su gran complejidad o su carácter especializado, solo puedan obtenerse de un número limitado de proveedores o contratistas, de manera que por razones de economía y eficiencia no resulte adecuada la aplicación de los procedimientos ordinarios.  
b) En los casos en que la administración, habiendo adquirido ya equipo tecnológico, decida adquirir más productos del mismo contratista, por razones de normalización o por la necesidad de asegurar su compatibilidad con los equipos tecnológicos que se estén utilizando, teniendo en cuenta si el contrato original satisfizo adecuadamente las necesidades de la administración adjudicadora, si el precio es razonable y, especialmente, si se descartó la existencia de mejores alternativas en el mercado.  
c) Otras actividades o casos específicos en los que se acrediten suficientes razones para considerar que es la única forma de alcanzar la debida satisfacción del interés general o de evitar daños o lesiones a los intereses públicos.   
La solicitud que dirija la Administración deberá contener una justificación detallada de las circunstancias que motivan la aplicación de las excepciones establecidas en este artículo, así como el detalle de la forma que se ha previsto para seleccionar al contratista.  
La Contraloría General resolverá la solicitud en el término de diez días hábiles y podrá establecer procedimientos sustitutivos a los ordinarios. Asimismo, especificará la vía recursiva que proceda en estos casos, así como los plazos aplicables al trámite respectivo.  
Las autorizaciones contempladas en este artículo no exoneran a la administración solicitante por los resultados de la contratación, ni por la calificación errónea de las circunstancias que, eventualmente, puedan servir de justificación para la solicitud de excepción de los procedimientos ordinarios de contratación.
“Artículo 30.- Modificación del procedimiento en licitación infructuosa
Si se produce una licitación pública infructuosa, la administración podrá utilizar en el nuevo concurso el procedimiento de licitación abreviada.
Si una licitación abreviada resulta infructuosa, la Administración podrá realizar una contratación directa.
En el caso de un remate infructuoso, la Administración podrá aplicar hasta dos rebajas a la base fijada por el avalúo respectivo, hasta en un veinticinco por ciento (25%) cada vez.”
OBSERVACIONES:
Al eliminar la intervención de la Procuraduría podría implicar un control importante que ejerce hoy la Contraloría como es “la valoración de las circunstancias que ocurrieron para que el negocio resultara infructuoso.”
“Artículo 36.- Límites de la cesión
Los derechos y las obligaciones del contratista no podrán cederse sin la autorización previa y expresa de la Administración contratante, por medio de acto debidamente razonado.
En ningún caso la cesión procederá en contra de las prohibiciones establecidas en el artículo 22 de esta ley ni podrá autorizarse en condiciones que pongan en riesgo la adecuada ejecución contractual, a criterio de la Administración.”
OBSERVACIONES:
Se recomienda valorar en este tema, la eliminación del control previo de la Contraloría con el fin de no debilitar el actual de este ente.
“Artículo 40.- Sistema nacional de gestión electrónica
La actividad de contratación Administrativa prevista en esta ley, deberá realizarse por medios electrónicos. Para tales efectos, el Poder Ejecutivo, por medio de la instancia encargada del desarrollo del Gobierno Digital, pondrá a disposición de la Administración Pública un único sistema nacional de gestión electrónica de las compras públicas, cuya regulación se hará mediante un reglamento a esta ley. Las entidades autónomas y las municipalidades podrán tener sus propios sistemas de gestión electrónica, únicamente cuando acrediten de manera técnica y financiera que se trata de una medida indispensable para atender de mejor forma el interés público a su cargo.”
Transitorio.- Esta disposición regirá 12 meses después de la publicación de esta reforma. Para tales efectos, el Poder Ejecutivo deberá emitir el reglamento correspondiente dentro de los primeros tres meses del plazo antes señalado.”
OBSERVACIONES:
En relación a esta reforma surge la inquietud: ¿Qué sucede con instituciones que no tienen  sistemas electrónicos o el financiamiento para  para cumplir con esta disposición en el plazo indicado? ¿Qué sucedería si este sistema falla o simplemente si a la administración licitante le es imposible acezar al mismo? Por lo que se considera que no es conveniente eliminar por completo la posibilidad de que la administración utilice los sistemas tradicionales de contratación administrativa. 
Artículo 89.- Plazo para resolver
“El recurso de apelación deberá ser resuelto dentro de los treinta días hábiles siguientes al auto inicial; en dicho auto se conferirá a la Administración y, a la parte adjudicataria, un plazo de cinco días hábiles para que se manifiesten sobre los alegatos del apelante y aporten las pruebas respectivas.
En casos muy calificados, cuando para resolver el recurso haya sido necesario recabar prueba para mejor resolver que, por su complejidad no pueda ser rendida dentro del plazo normal de  resolución, mediante decisión motivada podrá prorrogarse el período hasta por otros diez días hábiles.”
OBSERVACIONES:
Este artículo reduce los plazos para resolver y presentación de alegatos en caso de apelaciones. Esto no es aconsejable en vista de las complejidades que presentan algunas licitaciones públicas. Se estima necesario mantener los plazos vigentes.
4-ARTÍCULO 4.- Refórmanse los artículos 2, 12, 16, 25, 31, 33 y 41 de la Ley de Expropiaciones, N.° 7495, de 3 de mayo de 1995, reformada mediante Ley N.° 7757, de 10 de marzo de 1998. Los textos dirán:
“Artículo 16.- Restitución
Transcurridos diez años desde la inscripción del inmueble expropiado a nombre del Estado, el expropiador devolverá, a los dueños originales o a los causahabientes que lo soliciten por escrito, las propiedades o las partes sobrantes que no se hayan utilizado totalmente para el fin respectivo.
El interesado deberá cubrir, al ente expropiador, el valor actual del bien, cuya valoración se determinará de acuerdo con los trámites previstos en esta ley.
Transcurridos los diez años establecidos en el presente artículo, los expropiados o sus causahabientes tendrán tres años adicionales para ejercer el derecho de restitución, reconocido en esta norma.”
OBSERVACIONES:
Es recomendable esta reforma  por seguridad jurídica y protección de derechos quedando con claridad a partir de qué momento se cuenta los diez años en que el expropiado devolverá a los dueños originales o a los causahabientes    que lo soliciten, las propiedades o las partes sobrantes
“Artículo 31.- Resolución inicial, selección del perito y posesión del bien 
Recibida la solicitud de la Administración, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo separará el proceso en dos legales judiciales, uno correspondiente a la entrada en posesión del bien y otro correspondiente al 
justiprecio del bien o derecho expropiado. Además, expedirá de oficio el mandamiento de anotación definitiva, en el registro público correspondiente, de los inmuebles y derechos por expropiar.
La resolución de entrada en posesión del inmueble deberá emitirse dentro de los quince días naturales siguientes, contados a partir de la presentación de las diligencias de expropiación por parte de la Procuraduría General de la República o del representante de la institución expropiante.
La resolución inicial se pronunciará acerca de los siguientes extremos:
A) La existencia de la declaratoria de interés público.
B) La existencia del avalúo y su notificación al propietario.
C) La publicación de los edictos en el Boletín Judicial.
D) El depósito judicial del avalúo.
E) La existencia del interés público en expropiar el bien o el derecho.
F) La autorización para entrar en posesión del bien o derecho.
G) La orden girada al expropiado para desalojar el inmueble en un plazo de quince días hábiles.
Contra la autorización judicial de entrar en posesión del inmueble no procederá recurso alguno.
En la misma resolución, el juzgado nombrará un perito idóneo según su especialidad y experiencia, para que revise el avalúo administrativo.
El juez escogerá al perito de entre la lista que presenten los colegios profesionales a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, que la publicará en el Boletín Judicial una vez aprobada. Para el nombramiento deberá seguirse un riguroso orden rotativo, con base en un registro que llevará el Poder Judicial.
La Procuraduría General de la República, la institución expropiante o el expropiado podrán oponerse al nombramiento del perito que no sea idóneo. Contra lo resuelto por el juez, cabrá apelación para ante el superior.
El juez fijará también los honorarios del perito, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 37 de la presente ley.”
OBSERVACIONES:
Se considera recomendable aclarar la figura de la declaratoria de  interés público en el tanto que  la reforma  propuesta en este artículo establece como requisito  de la resolución inicial la declaratoria de interés público, y el artículo 5 de esta  misma propuesta deroga de la Ley de expropiaciones  el requisito de declaratoria de interés público.  Aspectos que podrían causar inseguridad jurídica, problemas de interpretación y de aplicación.
5-ARTÍCULO 5.- Deróganse los artículos 18, 19 y 45 de la Ley de Expropiaciones N.° 7495, de 3 de mayo de 1995, reformada mediante Ley N.° 7757, de 10 de marzo de 1998. Los procesos de expropiación pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, continuarán tramitándose de conformidad con las disposiciones vigentes en el momento de iniciarlos.
OBSERVACIONES:
Se recomienda consultar o analizar los criterios que técnicamente las instituciones relacionadas con el tema han emitido.
-ARTÍCULO 6.- Refórmase el artículo 222 de la Ley General de Salud, Ley N.º 5395, publicada en La Gaceta N. º 222, de 24 de noviembre de 1973. Los textos dirán:
“Artículo 222.- El permiso para operar un establecimiento de alimentos será válido por cinco años, salvo que las condiciones sanitarias de su funcionamiento, o las infracciones que se cometan, ameriten la cancelación anticipada del permiso o la clausura del establecimiento para  resguardar la salud pública o de los empleados.”
OBSERVACIONES:
Se alarga plazo  de operación. Según exposición de motivos para evitar trámites repetitivos.  Claro está que al ampliar dicho plazo la verificación de cumplimiento de la normativa debe ser más periódica; ejerciendo los controles debidos.
7-ARTÍCULO 7.- Refórmase el artículo 3 de la Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional, N. º 8316, de 24 de abril del 2003. Los textos dirán:
“Artículo 3.- Administración y fiscalización del tributo.
 El control y la fiscalización del tributo corresponderán a la Dirección General de Tributación. Para este efecto, la Dirección General de Aviación Civil y la Dirección General de Migración y Extranjería, así como cualquier otro ente involucrado en el cobro del tributo, se constituirán en colaboradores obligados de la Administración Tributaria y brindarán la información que ella requiera para el cumplimiento de sus funciones.
Las entidades responsables del cobro del tributo al Estado, deberán establecer y mantener por separado un registro contable del tributo percibido y reintegrado por el Estado por concepto del derecho de salida del territorio nacional por vía aérea, según las disposiciones de esta ley y sus reglamentos.
Autorízase al Ministerio de Hacienda para que otorgue en concesión la gestión de cobro del tributo creado en esta ley a un ente no gubernamental sin fines de lucro, reservándose las potestades de fiscalización y control para el cumplimiento adecuado de sus deberes. El contrato celebrado en aplicación de lo dispuesto en este párrafo será suscrito por el ministro de Hacienda en representación del Poder Ejecutivo y le serán aplicables las disposiciones de la Ley de  contratación Administrativa. Asimismo, quedarán autorizados para la recaudación de dicho tributo los bancos estatales, privados y líneas áreas, siempre y cuando suscriban convenios de recaudación de conformidad con lo señalado en el párrafo anterior.”
OBSERVACIONES:
La  ley vigente establece la recaudación del tributo a los bancos estatales en la propuesta se amplía a bancos privados, líneas aéreas por medios de convenios. 
Se entiende que esta ampliación debe de estar complementada con un sistema de controles que permitan la debida fiscalización. 
Esta ampliación va a necesitar una serie de cambios administrativos, técnicos, convenios, entre otros, por lo que se sugiere determinar por medio de un Transitorio el plazo durante el cual entra a regir la reforma.
8-PROYECTO NORMATIVA NUEVA
TÍTULO II
DISPOSICIONES RELATIVAS A LA ORGANIZACIÓN DEL PODER EJECUTIVO
ARTÍCULO 8.- Jerarca unipersonal en instituciones autónomas.
Las instituciones autónomas estarán dirigidas por un jerarca unipersonal, denominado presidente ejecutivo, quien deberá tener título profesional de al menos licenciatura o equivalente y tener conocimiento y experiencia comprobados en materias propias de las competencias del respectivo ente. Será de libre nombramiento y remoción por parte del Consejo de Gobierno. Las funciones a cargo de jerarcas colegiados establecidas en leyes especiales para esas instituciones, serán  ejercidas en adelante por el jerarca unipersonal. Los reglamentos externos propios de la competencia del ente los dictará el Poder Ejecutivo, a propuesta del respectivo presidente ejecutivo. Esta disposición no afecta la vigencia de los acuerdos y reglamentos dictados con anterioridad por las juntas directivas que se suprimen.
Lo dispuesto en el párrafo anterior no se aplica a las municipalidades ni a las universidades públicas. También quedan exceptuadas las siguientes instituciones, que mantendrán sus juntas o consejos directivos como jerarcas colegiados de conformidad con sus respectivas leyes:
a) La Caja Costarricense de Seguro Social.

b) Los bancos del Estado.

c) El Instituto Nacional de Seguros.

      d) La Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.
Los órganos desconcentrados adscritos a instituciones autónomas que tengan jerarcas colegiados por ley, los mantendrán conforme a las respectivas leyes especiales.
Este artículo rige a partir del 1 de junio del 2014.
OBSERVACIONES:
Sobre las Universidades públicas.
Las universidades públicas son creadas Constitucionalmente, otorgándoles una autonomía especial entre la que se encuentra la posibilidad de autogobernarse.  Para cumplir sus fines le permite  libertad en el ámbito de la docencia, e investigación la posibilidad de crear su propia regulación que es aprobada por el Consejo Institucional. En igual sentido comprende la Autonomía administrativa, que les permite determinar sus funciones, planes, presupuestos, libertad en el campo aprobar e implementar sus propia normativa interna (estatutos reglamentos, manuales, protocolos entre otros). Por ultimo tenemos la autonomía financiera que comprende la libertad de utilización de los recursos económicos.  Claro está todo bajo la normativa nacional y controles correspondientes.
El título mismo indica que las disposiciones se refieren a la Organización del Poder Ejecutivo.  Por lo que las Universidades Públicas no estarían comprendidas dentro de este Título.  El mismo artículo 8 indica la excepción de aplicación a las municipalidades y universidades. 
Para mayor claridad y evitar interpretaciones erróneas en la aplicación se recomienda indicar en forma general que “El Título II relacionadas con las disposiciones relativas a la organización del poder ejecutivo no se aplican a las municipalidad ni a las universidades públicas”
ARTÍCULO 12.- Facultades de organización del Poder Ejecutivo
Las funciones y competencias que otras leyes asignen a los distintos Ministerios del Poder Ejecutivo y a los órganos que los componen, se entenderán asignadas al Poder Ejecutivo en sentido lato. El Poder Ejecutivo, mediante decreto ejecutivo dictado con participación del ministro o ministros competentes, podrá reorganizar o reasignar esas funciones y competencias, ya sea dentro de un mismo ministerio o entre ministerios distintos. Quedan a salvo los órganos desconcentrados exceptuados de la facultad de reconcentración conforme a esta ley.
Las potestades de imperio otorgadas por ley se mantendrán invariables conforme a las leyes respectivas, entendiéndose que el titular de esas potestades es el Poder Ejecutivo, que podrá asignar la competencia para su ejercicio al ministerio o ministerios que considere apropiado, conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior.
OBSERVACIONES:
Con todo respeto se considera necesario revisar la constitucionalidad y conveniencia del artículo 12 propuesto en vista que le otorga grandes potestades al Poder Ejecutivo, para que por medio de Decreto reorganice o reasigne competencias dentro del mismo ministerio  o entre ministerios.  Ello debido a que constitucionalmente ya se encuentra otorgadas competencias determinadas por ejemplo a los Ministerios.
ARTÍCULO 13.- Órganos desconcentrados del Poder Ejecutivo y facultad de reconcentración
El Poder Ejecutivo estará facultado para reconcentrar cualquier actividad o competencia que previamente haya sido desconcentrada, parcial o totalmente, respecto a cualesquiera órganos desconcentrados de la Administración central, regulados por ley o reglamento. En estos casos, los recursos humanos, presupuestarios y físicos correspondientes pasarán a integrarse al ministerio de adscripción; asimismo, podrá suprimirse el jerarca colegiado del órgano desconcentrado, si lo hubiere, o transformarse en un consejo consultivo honorario.
Los términos y condiciones de la reconcentración serán establecidos por decreto ejecutivo. La reconcentración no afectará derechos adquiridos del personal del órgano, si existieren.
Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior los tribunales administrativos creados por ley, la Comisión para Promover la Competencia, la Comisión Nacional del Consumidor, la Procuraduría General de la República y la Dirección Nacional de Notariado.
Los órganos desconcentrados de la Administración central que mantengan esa condición, incluso los de desconcentración máxima, estarán sujetos a las directrices del Poder Ejecutivo en materia presupuestaria y sus presupuestos deberán ser aprobados por el jerarca del ministerio de  adscripción.
OBSERVACIONES:
Se considera oportuno que este tema  se profundice debido a que permite la posibilidad al Poder Ejecutivo para concentrar potestades, esto partiendo de que la desconcentración ya efectuada podría considerarse reserva ley.  Bajo este aspecto se recomienda a los señores diputados y señoras diputadas con todo respecto realizar un análisis de este punto bajo el  principio del paralelismo de formas, comúnmente conocido bajo la expresión: "de que las cosas se deshacen de la misma forma en que se hacen", que significa la obligatoriedad de seguir el mismo procedimiento y observar los mismos requisitos que se dieron para la creación de una determina institución, cuando pretende extinguirla o modificarla sustancialmente.  
En igual sentido el artículo 129 de la  Constitución Política señala: “Las leyes son obligatorias y surten efectos desde el día que ellas designen; a falta de este requisito, diez días después de su publicación en el Diario Oficial.  
      Nadie puede alegar ignorancia de la ley, salvo en los casos que la misma autorice.    
    No tiene eficacia la renuncia de las leyes en general, ni la especial de las de interés público.  
    Los actos y convenios contra las leyes prohibitivas serán nulos, si las mismas leyes no disponen otra cosa.    
    La ley no queda abrogada ni derogada sino por otra posterior; contra su observancia”
 Así las cosas se considera que Poder  Ejecutivo se encuentra limitado por imperio de ley para  realizar la re-concentración pretendía por Decreto Ejecutivo.”
III-CONCLUSIONES:
1-El proyecto de ley de marras comprende una serie de reformas a diferentes leyes vigentes a la fecha entre ellas, a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, la Procuraduría, la Ley de Contratación Administrativa, la Ley de Expropiaciones, Ley General de Salud, Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio, más una regulación relacionada con las eliminación de juntas directivas y la creación de un Consejo Económico y Social, de carácter consultivo.
2-Se considera oportuno hacer mención de los problemas de la Administración Pública detectados por diversos medios,  los cuales no tienen un origen exclusivo en las  innumerables leyes existentes, o falta de ellas, pues según exposición de motivos, en lugar de agilizar los trámites lo que provocan es un entrabamiento e  ineficacia la cual repercute en perjuicio  de los ciudadanos. Si bien es cierto, se hace necesario un marco legal armónico, sin contradicciones que establezca y defina claramente las competencias y el quehacer de cada institución, para evitar duplicidad de funciones, que además permita cumplir las actividades en forma eficiente, adecuada y oportuna, por medio de procesos más expeditos acordes a las exigencias de una realidad social.  No obstante lo anterior se considera que esto no es suficiente, pues es necesario complementar, con igual importancia, la actividad propia, la acción operativa, dado que por más instrumentos legales que se aprueben su efectividad va a depender en gran medida de la parte organizativa de la Administración como un todo, con una claridad en las metas que deben cumplirse, con una debida planificación que contemple una visión a futuro, bajo principios de ética, transparencia y rendición de cuentas en síntesis que permitan mejorar la gestión pública.
3- Se considera que solo en forma integral podrá realizarse una transformación que permita dar respuesta a la problemática existente. De esta manera se considera recomendable tomar en cuenta algunos aspectos importantes a saber: si bien es cierto se necesitan instrumentos en el ámbito de la legislación que permita dar una adecuada respuesta a las necesidades presentes y futuras del país, es estableciendo procedimientos más agiles y eficaces que permitan un desarrollo integra en la actuación del Estado.  Para lograr materializar un real mejoramiento en las funciones de las instituciones del sector público, el cambio de la legislación, en sí mismo, no producirá el efecto deseado, si en forma conjunta no se propician cambios de actitud, y actividades que deben reflejarse en el ámbito de la gestión pública.
4-Cabe agregar que la flexibilidad en los procedimientos que se pretende en la presente inciativa no debe ser ápice para vulnerar los controles necesarios que deben ejercer por ejemplo, la Contraloría General de la República, en la Hacienda Pública, entre otros, todo en aras de proteger el interés público.
5- Se comparte la preocupación de la urgencia de mejorar el funcionamiento  de las Instituciones Públicas, pero no se puede considerar que la solución radica exclusivamente en un cambio de legislación.
6- Las observaciones indicadas señalan que no es oportuno apoyar el proyecto presentado, recomendando un análisis profundo de varios aspectos medulares, a saber: a) que los cambios en busca de una mayor flexibilidad no implique un debilitamiento de los órganos o entes que por mandato Constitucional son responsables de fiscalización y control del uso de los recursos públicos. b) en igual sentido se considera que existen una ampliación de las potestades del Poder Ejecutivo que deben ser objeto de revisión constitucional.
7- Con fundamento en lo anterior expuesto se considera que a pesar de la necesidad existente del mejoramiento de la función pública, en los términos que se plantea la iniciativa objeto de consulta, no es recomendarle apoyar la misma.
Cordialmente: 
GOA/pgm
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ANEXO 8


OPI-151-2014
Memorando


Para:		Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva
		Secretaría del Consejo Institucional

De:		M.A.U. Tatiana Fernández Martín, Directora
		Oficina de Planificación Institucional


Fecha:		26 de febrero, 2014


Asunto:	Pronunciamiento sobre proyecto de “Ley para mejorar el funcionamiento de las Instituciones del Sector Público”, Expediente Nº. 18.732



En respuesta al Oficio SCI-065-2014 de la Secretaría del Consejo Institucional del 13 de febrero del 2014 sobre la revisión y pronunciamiento del Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las Instituciones del Sector Público”, Expediente Nº. 18.732, se adjunta la revisión efectuada con el fin que las autoridades institucionales emitan el criterio según corresponda.

Sin otro particular.





YMD


Adj:	Pronunciamiento al Expediente 18.732- Ley para mejorar el funcionamiento de las Instituciones del Sector Público
ci:	Archivo


PRONUNCIAMIENTO SOBRE EL PROYECTO
“LEY PARA MEJORAR EL FUNCIONAMIENTO DE LAS
INSTITUCIONES DEL SECTOR PUBLICO”
Expediente Nº. 18.732
Con el objetivo de emitir criterio sobre el oficio CG-954-2014 de la Asamblea Legislativa con respecto al Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las Instituciones del Sector Público”, Expediente Nº. 18.732, la Oficina de Planificación Institucional por medio de la Unidad Especializada de Control Interno ha sometido análisis el documento de propuesta para la mencionada ley, sobre éste se puntualiza a continuación diversos aspectos que intervienen en el proyecto:   
CONSIDERANDO QUE:

1. Se recibe mediante oficio SG-954-2014, del 6 de febrero del año en curso, enviado al Dr. Julio César Calvo Alvarado, por parte de la Señora Rosa María Vega Campos Jefa de Área de la Asamblea Legislativa, solicitando criterio por parte de la Institución sobre el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las Instituciones del Sector Público”, Expediente Nº. 18.732.

2. En Sesión Ordinaria N°2856 del Consejo Institucional, celebrada el 12 de febrero del 2014, se conoce el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las Instituciones del Sector Público”, Expediente Nº. 18.732.

3. El 13 febrero del 2014, mediante memorando SCI-065-2014, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, remite a la MAU. Tatiana Fernández, Directora de la Oficina de Planificación la solicitud para emitir criterio sobre el Proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las Instituciones del Sector Público”, Expediente Nº. 18.732

OBSERVACIONES AL PROYECTO:

El proyecto de Ley para mejorar el funcionamiento de las Instituciones del Sector Público, Expediente No. 18732, presenta la modificación y/o actualización de varios artículos de la  Ley Orgánica de la Contraloría General de la República de Costa Rica, Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, Ley de Contratación Administrativa, Ley de Expropiaciones, Ley General de Salud, Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional y las Disposiciones relativas a la organización del Poder Ejecutivo.

A continuación se detalla el artículo vigente de cada ley, la propuesta y las observaciones según corresponda: 
Artículo 1: Refórmese los artículos 4, 12, 15, 17, 20 y 21 de la Ley No. 7428, 7 de setiembre de 1994, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República de Costa Rica.

	Ley Orgánica de la Contraloría General de la República de Costa Rica

	Artículo Vigente
	Proyecto No. 18732
	Observación

	ARTICULO 4.- AMBITO DE SU COMPETENCIA
La Contraloría General de la República ejercerá su competencia sobre todos los entes y órganos que integran la Hacienda Pública.
La Contraloría General de la República tendrá competencia facultativa sobre:
a) Los entes públicos no estatales de cualquier tipo.
b) Los sujetos privados, que sean custodios o administradores, por cualquier título, de los fondos y actividades públicos que indica esta Ley.
c) Los entes y órganos extranjeros integrados por entes u órganos públicos costarricenses, dominados mayoritariamente por estos, o sujetos a su predominio legal, o cuya dotación patrimonial y financiera esté dada principalmente con fondos públicos costarricenses, aun cuando hayan sido constituidos de conformidad con la legislación extranjera y su domicilio sea en el extranjero. Si se trata de entidades de naturaleza bancaria, aseguradora o financiera, la fiscalización no abarcará sus actividades sustantivas u ordinarias.
d) Las participaciones minoritarias del Estado o de otros entes u órganos públicos, en sociedades mercantiles, nacionales o extranjeras, de conformidad con la presente Ley.
e) Si se trata de entidades de naturaleza bancaria o financiera de las contempladas en este artículo y que sean extranjeras, la competencia facultativa de la Contraloría se ejercerá según los siguientes principios:
i) El control se efectuará a posteriori, para verificar el cumplimiento de su propia normativa.
ii) No comprenderá aspectos de la organización administrativa del ente ni de la actividad propia de su giro ordinario.
iii) No les serán aplicables la Ley de Administración Financiera de la República, ni el Reglamento de la Contratación Administrativa; tampoco deberán presentar, a la Contraloría, presupuestos para su aprobación.
iv) El respeto al secreto y a la confidencialidad bancarios, de conformidad con la Constitución Política y con la ley.
v) El respeto al ámbito de competencia de entidades fiscalizadoras o contraloras, a que se encuentren sujetos los entes en sus respectivos países.
vi) Las funciones de fiscalización encomendadas actualmente por ley a otras autoridades fiscalizadoras, las seguirán ejecutando estas, en la materia propia de su competencia.
vii) El respeto a los regímenes de auditoría a los cuales estén sometidos, sin que quepan conflictos de competencia con los jerarcas de esas entidades extranjeras, en cuanto a las directrices, las normas y los procedimientos de auditoría vigentes en los respectivos países.
viii) El ejercicio de su competencia por parte de la Contraloría no modifica la naturaleza jurídica ni la nacionalidad del ente u órgano.
Se entenderá por sujetos pasivos los que están sometidos a la fiscalización de la Contraloría General de la República, de acuerdo con este artículo.
Los criterios que emita la Contraloría General de la República, en el ámbito de su competencia, serán vinculantes para los sujetos pasivos sometidos a su control o fiscalización.
	ARTICULO 4.- AMBITO DE SU COMPETENCIA
La Contraloría General de la República ejercerá su competencia sobre todos los entes y órganos que integran la Hacienda Pública.
La Contraloría General de la República tendrá competencia facultativa sobre:
a)	Los entes públicos no estatales de cualquier tipo.
b)	Los sujetos privados, que sean custodios o administradores, por cualquier título, de los fondos y actividades públicos que indica esta ley.
c)	Los entes y órganos extranjeros integrados por entes u órganos públicos costarricenses, dominados mayoritariamente por estos, o sujetos a su predominio legal, o cuya dotación patrimonial y financiera esté dada principalmente con fondos públicos costarricenses, aun cuando hayan sido constituidos de conformidad con la legislación extranjera y su domicilio sea en el extranjero.  Si se trata de entidades de naturaleza bancaria, aseguradora o financiera, la fiscalización no abarcará sus actividades sustantivas u ordinarias.
d)	Las participaciones minoritarias del Estado o de otros entes u órganos públicos, en sociedades mercantiles, nacionales o extranjeras, de conformidad con la presente ley.
e)	Si se trata de entidades de naturaleza bancaria o financiera de las contempladas en este artículo y que sean extranjeras, la competencia facultativa de la Contraloría se ejercerá según los siguientes principios:
i)	El control se efectuará a posteriori, para verificar el cumplimiento de su propia normativa.
ii)	No comprenderá aspectos de la organización administrativa del ente ni de la actividad propia de su giro ordinario.
iii)	No les serán aplicables la Ley de Administración Financiera de la República, ni el Reglamento de la Contratación Administrativa; tampoco deberán presentar, a la Contraloría, presupuestos para su aprobación.
iv)	El respeto al secreto y a la confidencialidad bancarios, de conformidad con la Constitución Política y con la ley.
v)	El respeto al ámbito de competencia de entidades fiscalizadoras o contraloras, a que se encuentren sujetos los entes en sus respectivos países.
vi)	Las funciones de fiscalización encomendadas actualmente por ley a otras autoridades fiscalizadoras, las seguirán ejecutando estas, en la materia propia de su competencia.
vii)	El respeto a los regímenes de auditoría a los cuales estén sometidos, sin que quepan conflictos de competencia con los jerarcas de esas entidades extranjeras, en cuanto a las directrices, las normas y los procedimientos de auditoría vigentes en los respectivos países.
viii)	El ejercicio de su competencia por parte de la Contraloría no modifica la naturaleza jurídica ni la nacionalidad del ente u órgano.
Se entenderá por sujetos pasivos los que están sometidos a la fiscalización de la Contraloría General de la República, de acuerdo con este artículo.
Los criterios que emita la Contraloría General en el ámbito de su competencia, serán vinculantes para los sujetos pasivos sometidos a su control o fiscalización.  No le compete a la Contraloría General definir los fines y objetivos de la gestión pública, ni elegir los medios que serán empleados para la satisfacción del interés público, por tratarse de decisiones y competencias cuya adopción corresponden a la Administración activa, de conformidad con el ordenamiento jurídico.
Cuando los criterios que emita la Contraloría General en el ejercicio de las potestades contenidas en esta ley, se refieran a situaciones concretas que afecten de manera directa a sujetos pasivos de su fiscalización o a sujetos privados, el órgano contralor deberá dar audiencia a los afectados para que se pronuncien sobre las conclusiones preliminares del criterio respectivo.
	No es competencia del ente contralor definir los fines y objetivos, le corresponderá a la administración activa.
Además, incluye dentro de la Ley el derecho a conocer y a pronunciarse sobre las conclusiones preliminares de los criterios emitidos por el ente Contralor

	ARTICULO 12.- ORGANO RECTOR DEL ORDENAMIENTO
La Contraloría General de la República es el órgano rector del ordenamiento de control y fiscalización superiores, contemplado en esta Ley.
Las disposiciones, normas, políticas y directrices que ella dicte, dentro del ámbito de su competencia, son de acatamiento obligatorio y prevalecerán sobre cualesquiera otras disposiciones de los sujetos pasivos que se le opongan.
La Contraloría General de la República dictará, también, las instrucciones y órdenes dirigidas a los sujetos pasivos, que resulten necesarias para el cabal ejercicio de sus funciones de control y fiscalización.
La Contraloría General de la República tendrá, también, la facultad de determinar entre los entes, órganos o personas sujetas a su control, cuáles deberán darle obligada colaboración, así como el marco y la oportunidad, dentro de los cuales se realizará esta y el conjunto razonable de medios técnicos, humanos y materiales que deberán emplear.

	ARTÍCULO 12.-	ÓRGANO RECTOR DEL ORDENAMIENTO
La Contraloría General de la República es el órgano rector del ordenamiento de control y fiscalización superiores, contemplado en esta ley.
Las disposiciones, normas, políticas y directrices que ella dicte, dentro del ámbito de su competencia, son de acatamiento obligatorio y prevalecerán sobre cualesquiera otras disposiciones de los sujetos pasivos que se le opongan, de conformidad con los límites establecidos en el artículo 4 de esta ley en cuanto a la imposibilidad de sustitución de las decisiones propias de la Administración activa.
La Contraloría General de la República dictará, también, las instrucciones y órdenes dirigidas a los sujetos pasivos, que resulten necesarias para el cabal ejercicio de sus funciones de control y fiscalización.
La Contraloría General de la República tendrá, también, la facultad de determinar entre los entes, órganos o personas sujetas a su control, cuáles deberán darle obligada colaboración, así como el marco y la oportunidad, dentro de los cuales se realizará esta y el conjunto razonable de medios técnicos, humanos y materiales que deberán emplear.”
	Se incorporan límites en cuanto a la definición de fines y objetivos por parte de la administración activa en los cuales el ente contralor no tendrá competencia.  
Sin embargo, no se hace mención al ámbito o alcance que el ente contralor tendrá sobre planes (estratégicos, operativos u otros), normativa u otro interno de la administración activa.  

	ARTICULO 15.- GARANTIA DE INAMOVILIDAD
El auditor y el subauditor de los entes u órganos de la Hacienda Pública son inamovibles. Sólo podrán ser suspendidos o destituidos de su cargo por justa causa y por decisión emanada del jerarca respectivo, previa formación de expediente, con oportunidad suficiente de audiencia y defensa en su favor, así como dictamen previo favorable de la Contraloría General de la República.
La inobservancia del régimen de inamovilidad establecido en esta norma será sancionada con suspensión o destitución del o de los funcionarios infractores, según lo determine la Contraloría General de la República. Igualmente los funcionarios que hayan incurrido en ella serán responsables de los daños y perjuicios causados, sin perjuicio de la nulidad absoluta del despido irregular, la cual podrá ser declarada por la Contraloría General de la República directamente, de conformidad con el artículo 28 de esta Ley. En este caso, el funcionario irregularmente removido tendrá derecho a su reinstalación, como si la remoción no hubiera tenido lugar.
	ARTÍCULO 15.-	GARANTÍA DE INAMOVILIDAD
El auditor y el subauditor de los entes u órganos de la Hacienda Pública son inamovibles.  Solo podrán ser suspendidos o destituidos de su cargo por justa causa y por decisión emanada del jerarca respectivo, previa formación de expediente, con oportunidad suficiente de audiencia y defensa en su favor, así como dictamen previo favorable de la Contraloría General de la República.
La inobservancia del régimen de inamovilidad establecido en esta norma será sancionada con suspensión o destitución del o de los funcionarios infractores, según lo determine la Contraloría General de la República.  Igualmente los funcionarios que hayan incurrido en ella serán responsables de los daños y perjuicios causados, sin perjuicio de la nulidad absoluta del despido irregular, la cual podrá ser declarada por la Contraloría General de la República directamente, de conformidad con el artículo 28 de esta ley.  En este caso, el funcionario irregularmente removido tendrá derecho a su reinstalación, como si la remoción no hubiera tenido lugar.
En el ejercicio de sus facultades, el auditor y el subauditor no podrán definir los fines y objetivos de la gestión institucional, ni elegir los medios que serán empleados para la satisfacción del interés público, por tratarse de competencias que corresponden a la Administración activa, de conformidad con el ordenamiento jurídico.
	Aplica según la Ley General de Control Interno, artículo 21 el cual menciona que la Auditoría Interna es una actividad independiente de la Administración activa.


	ARTICULO 17.- POTESTAD DE CONTROL DE EFICIENCIA
La Contraloría General de la República ejercerá el control de eficiencia, previsto en el artículo 11 de esta Ley, de acuerdo con la disponibilidad de sus recursos, para lo cual rendirá los informes con las conclusiones y recomendaciones pertinentes, efectuará las prevenciones y dictará las instrucciones y las órdenes procedentes.

	ARTÍCULO 17.-	ALCANCE DEL CONTROL
La Contraloría General ejercerá el control de legalidad sujeta a lo establecido en el artículo 10 de la Ley General de la Administración Pública.  Las disposiciones que gire la Contraloría General en el ejercicio del control de legalidad, serán vinculantes para los sujetos pasivos de su fiscalización, de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de esta ley.
La Contraloría General podrá hacer control de eficiencia por medio de las auditorías operativas previstas en el artículo 21 de esta ley.  En el ejercicio de esta modalidad de control, la Contraloría General emitirá recomendaciones no vinculantes.
	Incorpora el Art. 10 de la Ley General de Administración Pública en donde se menciona que las normas serán interpretadas de la mejor forma que garantice la realización de la función pública.

	ARTICULO 20.- POTESTAD DE APROBACION DE ACTOS Y CONTRATOS
Dentro de un plazo que no podrá exceder de treinta días hábiles, la Contraloría aprobará los contratos que celebre el Estado y los que por ley especial deben cumplir con este requisito. No están sujetos a este trámite obligatorio, los contratos de trabajo ni los que constituyan actividad ordinaria, de conformidad con la ley. La falta de pronunciamiento dentro de este plazo da lugar al silencio positivo.
La administración obligada deberá gestionar y obtener la aprobación, previamente a dar la orden de inicio de ejecución del respectivo contrato.
La Contraloría General de la República determinará, reglamentariamente, las categorías de contratos que, por su origen, naturaleza o cuantía, se excluyan de su aprobación; pero, en este caso, podrá señalar, por igual vía, cuáles de estas categorías estarán sometidas a la aprobación por un órgano del sujeto pasivo.
En todos los casos en que un acto o contrato exija legalmente la aprobación de la Contraloría General de la República o de otro ente u órgano de la Hacienda Pública, la inexistencia o la denegación de la aprobación, impedirán la eficacia jurídica del acto o contrato y su ejecución quedará prohibida, so pena de sanción de nulidad absoluta.
[bookmark: _30j0zll]Cuando la ejecución se dé, mediante actividades o actuaciones, estas generarán responsabilidad personal del servidor que las ordene o ejecute.
	ARTÍCULO 20.-	POTESTAD DE REFRENDO DE CONTRATOS

La Contraloría General determinará reglamentariamente las categorías de contratos administrativos que estarán sujetas al refrendo contralor como  requisito de eficacia.  Asimismo, podrá señalar, por igual vía, cuáles otras categorías estarán sometidas a la aprobación interna por un órgano del sujeto pasivo o a otros medios alternativos de control previo de legalidad.
En el caso de los contratos sometidos a refrendo, la Contraloría General deberá resolver las solicitudes dentro de un plazo que no podrá exceder de veinticinco días hábiles.  La falta de pronunciamiento dentro de este plazo da lugar al silencio positivo.
En los casos en los que, a pesar de requerirse el refrendo contralor, se inicie la ejecución de un contrato sin contar con ese requisito, la Contraloría General valorará la procedencia de la aplicación del artículo 188 de la Ley General de la Administración Pública, si así lo solicita la entidad contratante.  No obstante, la ejecución de contratos sin el refrendo requerido, será causal de responsabilidad personal para el funcionario que haya ordenado la ejecución.
Salvo en el caso de los contratos de concesión otorgados de conformidad con la Ley N.º 7762, de 14 de abril de 1998, Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos, las modificaciones contractuales no requerirán el refrendo contralor, pero estarán sometidas al control posterior facultativo de la Contraloría General.
	Se disminuye el plazo de 30 a 25 días hábiles para que la Contraloría resuelva las solicitudes de contratos sometidos a refrendo.
Además, se incorpora el Artículo 188 de la Ley General de Administración Pública en donde se establece un acto de saneamiento para corregir cualquier omisión y subsanar el proceso.

	ARTICULO 21.- POTESTAD DE REALIZAR AUDITORIAS
La Contraloría General de la República podrá realizar auditorías financieras, operativas y de carácter especial en los sujetos pasivos.
Dentro del ámbito de su competencia, la Contraloría General de la República podrá acordar con las entidades fiscalizadoras superiores de otros países, la realización de auditorías individuales o conjuntas, en uno o en varios de ellos, con las salvedades que imponga cada legislación.

	ARTÍCULO 21.-	POTESTAD PARA REALIZAR AUDITORÍAS
La Contraloría General de la República podrá realizar auditorías de cumplimiento legal, financieras, operativas y de carácter especial en los sujetos pasivos.
Dentro del ámbito de su competencia, la Contraloría General de la República podrá acordar con las entidades fiscalizadoras superiores de otros países, la realización de auditorías individuales o conjuntas, en uno o en varios de ellos, con las salvedades que imponga cada legislación.
	Se incorpora las auditorías sobre el cumplimiento legal



Artículo 2: Refórmense los Artículos 3 inciso a), 4 y 6 de la No. 6815, de 27 de setiembre de 1982, Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República,

	Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República

	Artículo Vigente
	Proyecto No. 18732
	Observación

	ARTÍCULO 3.- ATRIBUCIONES
Son atribuciones de la Procuraduría General de la República:
a) Ejercer la representación del Estado en los negocios de cualquier naturaleza, que se tramiten o deban tramitarse en los tribunales de justicia. 
b) Dar los informes, dictámenes, pronunciamientos y asesoramiento que, acerca de cuestiones jurídicas, le soliciten el Estado, los entes descentralizados, los demás organismos públicos y las empresas estatales. La Procuraduría podrá, de oficio, reconsiderar sus dictámenes y pronunciamientos.
c) Representar al Estado en los actos y contratos que deban formalizarse mediante escritura pública. Cuando los entes descentralizados y las empresas estatales requieren la intervención de notario, el acto o contrato deberá ser formalizado por la Notaría del Estado, salvo en cuanto a escrituras referentes a créditos que constituyan la actividad ordinaria de la institución descentralizada.
ch) Poner en conocimiento de los jerarcas respectivos de la Administración Pública 
-haciendo las recomendaciones que estime convenientes- cualquier incorrección de los servidores públicos que encontrare en los procedimientos jurídico-administrativos, lo cual se hará por medio del Procurador General o del Procurador General Adjunto.
d) Intervenir en las causas penales, de acuerdo con lo que al efecto disponen esta ley y el Código de Procedimientos Penales.
e) Interponer el recurso de revisión contra las sentencias de los tribunales del país, y contestar las audiencias que se le otorguen en los recursos de inconstitucionalidad, conforme con las disposiciones de la ley.
f) Cumplir con las actuaciones, facultades y deberes que el Código de Procedimientos Civiles y otras leyes atribuyen al Ministerio Público. Se exceptúan las materias de índole penal.
g) Defender a los servidores del Estado, cuando se siga acción penal  contra ellos por actos o hechos en que participaren en el ejercicio de sus funciones. En ningún caso podrá defenderse a servidores que hayan cometido delito en contra de los intereses de la Administración Pública, o que hayan violado los derechos humanos.
h) Actuar en defensa del patrimonio nacional, de los recursos existentes en la zona marítimo-terrestre, el mar territorial, la zona económica exclusiva y la plataforma continental.
Tomar las acciones legales procedentes en salvaguarda del medio, con el fin de garantizar el derecho constitucional de toda persona a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 
Velar por la aplicación correcta de convenios, tratados internacionales, leyes, reglamentos y otras disposiciones sobre esas materias. Investigar, de oficio o a petición de parte, toda acción u omisión que infrinja la normativa indicada.
Ser tenida como parte, desde el inicio del procedimiento, en los procesos penales en que se impute la comisión de una infracción o la violación de la legislación ambiental y de la Ley sobre la Zona Marítimo-terrestre. Para ello, podrá ejercitar la acción penal, de oficio, sin estar subordinada a las actuaciones y las decisiones del Ministerio Público; interponer los mismos recursos que el Código de Procedimientos Penales concede a aquel y ejercer la acción civil resarcitoria.(*).
Con autorización del Procurador General de la República o del Procurador General Adjunto, podrá coordinar acciones con instituciones públicas y privadas, especialmente con municipalidades, asociaciones de desarrollo comunal y organismos ambientales de carácter no gubernamental, a fin de poner en marcha proyectos y programas de información jurídica sobre la protección del ambiente, la zona marítimo-terrestre, la zona económica exclusiva y la plataforma continental para tutelar los recursos naturales, mediante actividades preventivas que involucren a las comunidades del país.
i) Tomar las acciones legales en resguardo de los intereses de los consumidores.
j) Intervenir, en representación de los intereses del Estado, en todos los demás asuntos que señalen las leyes del país.
k) Defender los derechos humanos de los habitantes de la República. Se entenderá por derechos humanos, para los efectos de estas disposiciones, los derechos y garantías individuales consagrados por la Constitución Política, así como los derechos civiles y políticos definidos en las convenciones que sobre derechos humanos tenga firmadas y ratificadas la Nación.  Incurrirá en violación de los derechos humanos el funcionario o empleado público que, con su actuación material, decisión, acuerdo, resolución o decreto, menoscabare, denegare, obstaculizare, o de cualquier forma lesionare el disfrute o ejercicio de alguno de los derechos, libertades o garantías establecidas en los instrumentos legales citados en el párrafo anterior.
Para cumplir con su cometido, la Procuraduría podrá realizar las investigaciones que considere pertinentes, y recibirá las denuncias hechas por cualquier persona contra funcionarios y autoridades administrativas o de policía. Cuando constatare una violación de los derechos humanos que configure delito, presentará la denuncia ante el Jefe del Ministerio Público, el cual deberá informarle sobre el resultado de esas denuncias. Los tribunales penales deberán, asimismo, notificar a la Procuraduría sobre todas las resoluciones que recaigan en el proceso.
La violación, configurare o no delito, constituirá una infracción a la relación de servicio del funcionario o empleado autor de la misma. En este último caso, una vez comprobados los hechos por la Procuraduría, se requerirá al respectivo jerarca la imposición de la sanción disciplinaria que legalmente sea procedente.
En el ejercicio de estas funciones, la Procuraduría podrá inspeccionar oficinas públicas, sin previo aviso, y requerir de ellas documentos e informaciones necesarias para el adecuado cumplimiento de sus atribuciones contraloras. Quedan a salvo los secretos de Estado, declarados así por el Consejo de Gobierno, y los documentos declarados confidenciales por la ley. Ningún servidor público, en el ejercicio de las funciones propias del cargo, podrá negarse a dar su colaboración cuando así lo requiera la Procuraduría.
La Procuraduría rechazará las quejas anónimas, y podrá rechazar aquellas en las que advierta mala fe, carencia de fundamento o inexistencia de pretensión.
No se dará curso a las denuncias interpuestas contra los funcionarios que gozan de inmunidad, de conformidad con la Constitución Política.
l) Velar por la seguridad, el funcionamiento y la actualización, en los campos informático y jurídico, del sistema informático de la Institución, constituido por los equipos, sistemas operativos, programas utilitarios y desarrollados específicamente y las licencias y demás derechos de propiedad intelectual que lo integran. Este sistema incluye el Sistema Nacional de Legislación Vigente.
	ARTÍCULO 3.-	ATRIBUCIONES
Son atribuciones de la Procuraduría General de la República:
a) Ejercer la representación del Estado en los negocios de cualquier naturaleza, que se tramiten o deban tramitarse en los tribunales de justicia.  Para tales efectos, la Procuraduría General, según su criterio,  requerirá la oportuna colaboración y establecerá la coordinación necesaria con las instancias administrativas vinculadas con el caso respectivo.
[…].
	Se hace una ampliación al artículo en el sentido que solicita según su criterio la colaboración de instancias según sea el caso.

	ARTÍCULO 4.- CONSULTAS:
Los órganos de la Administración Pública, por medio de los jerarcas de los diferentes niveles administrativos, podrán consultar el criterio técnico-jurídico de la Procuraduría, debiendo, en cada caso, acompañar la opinión de la asesoría legal respectiva.
La consulta será obligada para el Poder Central, cuando se trate de reclamaciones administrativas cuya resolución final pueda ocasionar considerables egresos, de acuerdo con la determinación que al efecto se hará en el reglamento.
	ARTÍCULO 4.-CONSULTAS
La Administración Pública podrá consultar el criterio técnico-jurídico de la Procuraduría.  La consulta deberá hacerla el ministro o el órgano jerárquico máximo del ente respectivo; en cada caso, deberán acompañar la opinión de la asesoría legal respectiva.
	En este artículo se establece el orden jerárquico de quien procede la consulta, siendo los máximos jerarcas del ente consultante.

	ARTÍCULO 6.- DISPENSA EN EL ACATAMIENTO DE DICTÁMENES
En asuntos excepcionales, en los que esté empeñado el interés público, el Consejo de Gobierno podrá dispensar de la obligatoriedad de los dictámenes emitidos por la Procuraduría, mediante resolución razonada que deberá publicarse en el diario oficial "La Gaceta". Cuando se trate de situaciones referentes a la seguridad pública y a las relaciones exteriores, la publicación previa no será requisito para ejecutar la resolución.
Como requisito previo, el órgano consultante deberá solicitar reconsideración a la Procuraduría dentro de los ocho días siguientes al recibo del dictamen, la cual habrá de ser resuelta por la mayoría de la Asamblea de Procuradores. Si la Procuraduría denegare la reconsideración, el órgano, dentro de los ocho días hábiles siguientes, podrá acudir ante el Consejo de Gobierno para efectos de la dispensa a que se refiere el párrafo anterior.
	ARTÍCULO 6.-	DISPENSA EN EL ACATAMIENTO DE DICTÁMENES
El Consejo de Gobierno podrá dispensar de la obligatoriedad de los dictámenes emitidos por la Procuraduría, mediante resolución razonada.
Como requisito previo, el órgano consultante deberá solicitar reconsideración a la Procuraduría dentro de los treinta días siguientes al recibo del dictamen, la cual habrá de ser resuelta por el jerarca de la Procuraduría General de la República.  Si el jerarca deniega la reconsideración, el consultante, dentro de los treinta días siguientes, podrá acudir ante el Consejo de Gobierno para efectos de la dispensa a que se refiere el párrafo anterior.
	Aumento de plazos para presentar reconsideraciones sobre los dictámenes realizados por la Contraloría. Para solicitar reconsideración a la Procuradoria habrá de ser resuelta por el jerarca de la Procuraduría General de la República y no por la mayoría de la Asamblea de Procuradores.



Artículo 3: Refórmese los Artículos 3, 4, 8, 11, 30, 32, 36, 40, 42 inciso j), 59, 84, 89, y 91 de la Ley No. 7494, 2 de mayo de 1995, Ley de Contratación Administrativa 

	Ley de Contratación Administrativa

	Artículo Vigente
	Proyecto No. 18732
	Observación

	ARTÍCULO 3.-RÉGIMEN JURÍDICO
La actividad de contratación administrativa se somete a las normas y los principios del ordenamiento jurídico administrativo. 
Cuando lo justifique la satisfacción del fin público, la Administración podrá utilizar, instrumentalmente, cualquier figura contractual que no se regule en el ordenamiento jurídico-administrativo. En todos los casos, se respetarán los principios, los requisitos y los procedimientos ordinarios establecidos en esta ley, en particular en lo relativo a la formación de la voluntad administrativa. 
El régimen de nulidades de la Ley General de la Administración Pública se aplicará a la contratación administrativa. 
Las disposiciones de esta ley se interpretarán y se aplicarán, en concordancia con las facultades de fiscalización superior de la hacienda pública que le corresponden a la Contraloría General de la República, de conformidad con su Ley Orgánica y la Constitución Política. 
Para el mejor ejercicio de sus potestades de fiscalización en la materia regulada en esta Ley, la Contraloría General de la República podrá requerir el criterio técnico de asesores externos; para ello, estará facultada para recurrir al procedimiento previsto en el inciso h) del artículo 2 de esta Ley, independientemente de la cuantía de la contratación. En caso de que tal requerimiento se formule ante un ente u órgano público, su atención será obligatoria, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley orgánica de la Contraloría General de la República.
	ARTÍCULO 3.-RÉGIMEN JURÍDICO
La actividad de contratación administrativa se somete a las normas y los principios del ordenamiento jurídico administrativo.
Cuando lo justifique la satisfacción del fin público, la Administración podrá utilizar, instrumentalmente, cualquier figura contractual que no se regule en el ordenamiento jurídico-administrativo. En todos los casos, se respetarán los principios, los requisitos y los procedimientos ordinarios establecidos en esta ley, en particular en lo relativo a la formación de la voluntad administrativa. 
El régimen de nulidades de la Ley General de la Administración Pública se aplicará a la contratación administrativa.  En el conocimiento de recursos de objeción y de apelación, la Contraloría General deberá aplicar el citado régimen de nulidades y solo podrá declarar con lugar las gestiones recursivas cuando se esté ante actos administrativos viciados de nulidad absoluta.
Las disposiciones de esta ley se interpretarán y se aplicarán, en concordancia con las facultades de fiscalización superior de la Hacienda Pública que le corresponden a la Contraloría General de la República, de conformidad con su Ley Orgánica y la Constitución Política.  No le compete a la Contraloría General definir los fines y objetivos de la gestión pública en materia de contratación administrativa, ni elegir los medios que serán empleados para la satisfacción del interés público, por tratarse de decisiones cuya adopción corresponde a la Administración activa, de conformidad con el ordenamiento jurídico.
Para el mejor ejercicio de sus potestades de fiscalización en la materia regulada en esta ley, la Contraloría General de la República podrá requerir el criterio técnico de asesores externos; para ello, estará facultada para recurrir al procedimiento previsto en el inciso h), del artículo 2 de esta ley, independientemente de la cuantía de la contratación.  En caso de que tal requerimiento se formule ante un ente u órgano público, su atención será obligatoria, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. 
	Agrega a la Ley General de Contratación Administrativa la aclaración de la No competencia de la Contraloría sobre la definición de los fines y principios de la gestión pública en esta materia.

	ARTÍCULO 4º—PRINCIPIOS DE EFICACIA Y EFICIENCIA. 
Todos los actos relativos a la actividad de contratación administrativa deberán estar orientados al cumplimiento de los fines, las metas y los objetivos de la administración, con el propósito de garantizar la efectiva satisfacción del interés general, a partir de un uso eficiente de los recursos institucionales. 
Las disposiciones que regulan la actividad de contratación administrativa, deberán ser interpretadas de la manera que más favorezca la consecución de lo dispuesto en el párrafo anterior. 
En todas las etapas de los procedimientos de contratación, prevalecerá el contenido sobre la forma, de manera que se seleccione la oferta más conveniente, de conformidad con el párrafo primero de este artículo. 
Los actos y las actuaciones de las partes se interpretarán en forma tal que se permita su conservación y se facilite adoptar la decisión final, en condiciones beneficiosas para el interés general. Los defectos subsanables no descalificarán la oferta que los contenga. En caso de duda, siempre se favorecerá la conservación de la oferta o, en su caso, la del acto de adjudicación. 
Las regulaciones de los procedimientos deberán desarrollarse a partir de los enunciados de los párrafos anteriores. 
	ARTÍCULO 4.-PRINCIPIOS DE EFICACIA Y EFICIENCIA
Todos los actos relativos a la actividad de contratación administrativa deberán estar orientados al cumplimiento de los fines, las metas y los objetivos de la administración, con el propósito de garantizar la efectiva satisfacción del interés general, a partir de un uso eficiente de los recursos institucionales.
Las disposiciones que regulan la actividad de contratación administrativa, deberán ser interpretadas de la manera que más favorezca la consecución de lo dispuesto en el párrafo anterior.
En todas las etapas de los procedimientos de contratación, prevalecerá el contenido sobre la forma, de manera que se seleccione la oferta más conveniente para cumplir los fines públicos, de conformidad con el párrafo primero de este artículo.
Los actos y las actuaciones de las partes se interpretarán en forma tal que se permita su conservación y se facilite adoptar la decisión final, en condiciones beneficiosas para el interés general.  Los defectos subsanables no descalificarán la oferta que los contenga.  En caso de duda, siempre se favorecerá la conservación de la oferta o, en su caso, la del acto de adjudicación.
La Administración deberá adoptar y regular procedimientos internos que garanticen que su actividad contractual se apegue a los principios desarrollados en este artículo.  Con ese propósito y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40 de esta ley, la Administración deberá eliminar los trámites internos que resulten innecesarios o cuyo costo sea mayor que el beneficio obtenido.  Asimismo, la Administración aplicará medidas de estandarización de carteles y de contratos.
	Establece que la organización interna de los procesos de contratación deberá ser adoptado por la Administración Activa.

	ARTÍCULO 8.- DISPONIBILIDAD PRESUPUESTARIA 
Para iniciar el procedimiento de contratación administrativa, es necesario contar con recursos presupuestarios suficientes para enfrentar la erogación respectiva. En casos excepcionales y para atender una necesidad muy calificada, a juicio de la Administración y previa autorización de la Contraloría General de la República, podrán iniciarse los procedimientos de contratación administrativa, para lo cual se requiere la seguridad de que oportunamente se dispondrá de la asignación presupuestaria. En estas situaciones, la Administración advertirá, expresamente en el cartel, que la validez de la contratación queda sujeta a la existencia del contenido presupuestario. 
En las contrataciones cuyo desarrollo se prolongue por más de un período presupuestario, deberán adoptarse las previsiones necesarias para garantizar el pago de las obligaciones. 

	ARTÍCULO 8.-	DISPONIBILIDAD PRESUPUESTARIA
Para iniciar el procedimiento de contratación administrativa, es necesario contar con recursos presupuestarios suficientes para enfrentar la erogación respectiva.  En casos excepcionales y para atender una necesidad muy calificada, a juicio de la Administración podrán iniciarse los procedimientos de contratación administrativa sin contar con el contenido presupuestario, para lo cual se requiere la seguridad de que oportunamente se dispondrá de la asignación respectiva.  En estas situaciones, la Administración advertirá, expresamente en el cartel, que la validez de la contratación queda sujeta a la existencia del contenido presupuestario. 
En las contrataciones cuyo desarrollo se prolongue por más de un período presupuestario, únicamente es necesario presupuestar el monto  que se ejecutará proporcionalmente en ese año y para los subsiguientes periodos anuales se deberán incorporar los restantes montos, según corresponda.
De igual manera se pondrán iniciar contrataciones en el año anterior a aquel en el que se ejecutará el contrato, cuando se advierta esta circunstancia en el cartel y existan razones justificadas para esa actuación.  En este caso deberá adoptarse todas las medidas necesarias para garantizar el pago en el momento oportuno.
	Se da la potestad en excepciones para que la Administración activa inicie procedimientos de Contratación Administrativa sin contenido presupuestario, siempre que la primera haga la advertencia en el cartel.


	ARTÍCULO 11.- DERECHO DE RESCISIÓN Y RESOLUCIÓN UNILATERAL 
Unilateralmente, la Administración podrá rescindir o resolver, según corresponda, sus relaciones contractuales, por motivo de incumplimiento, por causa de fuerza mayor, caso fortuito o cuando así convenga al interés público, todo con apego al debido proceso. 
Cuando se ponga término al contrato, por causas que no se le imputen al contratista, la Administración deberá liquidarle la parte que haya sido efectivamente ejecutada y resarcirle los daños y perjuicios ocasionados. 
En los supuestos de caso fortuito o fuerza mayor, se liquidará en forma exclusiva la parte efectivamente ejecutada y los gastos en que haya incurrido razonablemente el contratista en previsión de la ejecución total del contrato. 
La Administración podrá reconocer, en sede administrativa, los extremos indicados en los incisos anteriores. Para hacer efectiva la resolución deberá contar con la aprobación de la Contraloría General de la República. 

	ARTÍCULO 11.- DERECHO DE RESCISIÓN Y RESOLUCIÓN UNILATERAL
Unilateralmente, la Administración podrá rescindir o resolver, según corresponda, sus relaciones contractuales, por motivo de incumplimiento, por causa de fuerza mayor, caso fortuito o cuando así convenga al interés público, todo con apego al debido proceso.
En el caso de que se pretenda la resolución contractual por incumplimiento del contratista, la Administración seguirá las reglas del procedimiento ordinario previsto en la Ley General de la Administración Pública.  Una vez abierto el procedimiento, la Administración podrá suspender la ejecución del contrato objeto de la imputación y solicitar a la Contraloría General de la República la autorización prevista en el inciso c) del artículo 2 bis de esta ley, para contratar aquellos servicios, obras o suministros necesarios para salvaguardar el interés público y los fondos públicos, así como para garantizar la continuidad de los servicios a su cargo, de manera que la suspensión contractual no genere mayores perjuicios.
Cuando se ponga término al contrato, por causas que no se le imputen al contratista, la Administración deberá liquidarle la parte que haya sido efectivamente ejecutada y resarcirle los daños y perjuicios ocasionados.
En los supuestos de caso fortuito o fuerza mayor, se liquidará en forma exclusiva la parte efectivamente ejecutada y los gastos en que haya incurrido razonablemente el contratista en previsión de la ejecución total del contrato.
La Administración podrá reconocer, en sede administrativa, los extremos indicados en los incisos anteriores.
	En caso del incumplimiento del contratista la Administración seguirá las reglas del procedimiento ordinario previsto en la Ley General de la Administración Pública















	ARTÍCULO 30.- MODIFICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN LICITACIÓN INFRUCTUOSA 
Si se produce una licitación pública infructuosa, la administración podrá utilizar en el nuevo concurso el procedimiento de licitación abreviada. 
Si una licitación abreviada resulta infructuosa, la administración podrá realizar una contratación directa. 
En los casos anteriormente citados, deberá mediar autorización de la Contraloría General de la República, órgano que dispondrá de un término de diez días hábiles para resolver, previa valoración de las circunstancias que concurrieron para que el negocio resultara infructuoso.  
En el caso de un remate infructuoso, la administración podrá aplicar hasta dos rebajas a la base fijada por el avalúo respectivo, hasta en un veinticinco por ciento (25%) cada vez. 

	ARTÍCULO 30.-	MODIFICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN LICITACIÓN INFRUCTUOSA
Si se produce una licitación pública infructuosa, la administración podrá utilizar en el nuevo concurso el procedimiento de licitación abreviada. 
Si una licitación abreviada resulta infructuosa, la Administración podrá realizar una contratación directa.
En el caso de un remate infructuoso, la Administración podrá aplicar hasta dos rebajas a la base fijada por el avalúo respectivo, hasta en un veinticinco por ciento (25%) cada vez.

	Se elimina la intervención de la Contraloría General de la República.











	ARTÍCULO 32.- VALIDEZ, PERFECCIONAMIENTO, FORMALIZACIÓN E INICIO DE CONTRATO 
Será válido el contrato administrativo sustancialmente conforme al ordenamiento jurídico. 
El acto firme de adjudicación y la constitución de la garantía de cumplimiento, cuando sea exigida perfeccionarán la relación contractual entre la Administración y el contratista. 
Sólo se formalizarán, en escritura pública, las contrataciones administrativas inscribibles en el Registro Nacional y las que por ley tengan este requisito. 
Los demás contratos administrativos se formalizarán en simple documento; a no ser que ello no sea imprescindible para el correcto entendimiento de los alcances de los derechos y las obligaciones contraídos por las partes, según se determinará reglamentariamente. 
La administración estará facultada para readjudicar el negocio, en forma inmediata, cuando el adjudicatario no otorgue la garantía de cumplimiento a plena satisfacción o no comparezca a la formalización del contrato. En tales casos, acreditadas dichas circunstancias en el expediente, el acto de adjudicación inicial se considerará insubsistente, y la administración procederá a la readjudicación, según el orden de calificación respectivo, en un plazo de veinte días hábiles, el cual podrá ser prorrogado hasta por diez días adicionales, siempre que en el expediente se acrediten las razones calificadas que así lo justifican. 
La Contraloría General de la República deberá resolver la solicitud de refrendo de los contratos, cuando este requisito proceda, dentro de un plazo de veinticinco días hábiles, cuando se trate de licitación pública, y de veinte días hábiles, en los casos restantes. 
La Administración deberá girar la orden de inicio, dentro del plazo fijado en el cartel y, a falta de estipulación especial, lo hará dentro de los quince días hábiles contados a partir de la notificación del refrendo o de la aprobación interna, según corresponda, salvo resolución motivada en la cual se resuelva extender el plazo por razones calificadas, resolución que deberá emitirse dentro del plazo inicial previsto.
	ARTÍCULO 32.-	VALIDEZ, PERFECCIONAMIENTO Y FORMALIZACIÓN

Será válido el contrato administrativo sustancialmente conforme al ordenamiento jurídico.
El acto firme de adjudicación y la constitución de la garantía de cumplimiento, cuando sea exigida perfeccionarán la relación contractual entre la Administración y el contratista.
Solo se formalizarán, en escritura pública, las contrataciones administrativas inscribibles en el Registro Nacional y las que por ley tengan este requisito.
Los demás contratos administrativos se formalizarán en simple documento; a no ser que ello no sea imprescindible para el correcto entendimiento de los alcances de los derechos y las obligaciones contraídos por las partes, según se determinará reglamentariamente.
La Administración estará facultada para readjudicar el negocio, en forma inmediata, cuando el adjudicatario no otorgue la garantía de cumplimiento a plena satisfacción o no comparezca a la formalización del contrato.  En tales casos, acreditadas dichas circunstancias en el expediente, el acto de adjudicación inicial se considerará insubsistente, y la Administración procederá a la readjudicación, según el orden de calificación respectivo, en un plazo de veinte días hábiles, el cual podrá ser prorrogado hasta por diez días adicionales, siempre que en el expediente se acrediten las razones calificadas que así lo justifican.
La Contraloría General de la República deberá resolver la solicitud de refrendo de los contratos, cuando este requisito proceda, dentro de un plazo de veinticinco días hábiles.


La Administración deberá girar la orden de inicio, dentro del plazo fijado en el cartel y, a falta de estipulación especial, lo hará dentro de los quince días hábiles contados a partir de la notificación del refrendo o de la aprobación interna, según corresponda, salvo resolución motivada en la cual se resuelva extender el plazo por razones calificadas, resolución que deberá emitirse dentro del plazo inicial previsto.
	La Contraloría General de la República deberá resolver la solicitud de refrendo de los contratos, cuando este requisito proceda, dentro de un plazo de veinticinco días hábiles, eliminando el plazo para los casos restantes.









































	ARTÍCULO 36.- LÍMITES DE LA CESIÓN 
Los derechos y las obligaciones del contratista no podrán cederse sin la autorización previa y expresa de la Administración contratante, por medio de acto debidamente razonado. 
Cuando la cesión corresponda a más de un cincuenta por ciento (50%) del objeto del contrato, se requerirá autorización previa de la Contraloría General de la República. En ningún caso la cesión procederá en contra de las prohibiciones establecidas en el artículo 22 de esta ley. 
	ARTÍCULO 36.-	LÍMITES DE LA CESIÓN
Los derechos y las obligaciones del contratista no podrán cederse sin la autorización previa y expresa de la Administración contratante, por medio de acto debidamente razonado.
En ningún caso la cesión procederá en contra de las prohibiciones establecidas en el artículo 22 de esta ley ni podrá autorizarse en condiciones que pongan en riesgo la adecuada ejecución contractual, a criterio de la Administración.”
	Se sugiere no eliminar el párrafo que indica el % del objeto del contrato, ya que es un requisito que requiere autorización previa de la Contraloría General de la República.







	ARTÍCULO 40.- USO DE MEDIOS ELECTRÓNICOS 
Para realizar los actos previstos en esta Ley, la administración y los particulares podrán utilizar cualquier medio electrónico que garantice la integridad del documento y la identidad del emisor. Estos actos tendrán la misma validez y eficacia jurídica que los realizados por medios físicos. 
En el Reglamento de esta Ley se definirán los actos susceptibles de transmitirse por medios electrónicos y sus formalidades. 

	ARTÍCULO 40.-	SISTEMA NACIONAL DE GESTIÓN ELECTRÓNICA
La actividad de contratación Administrativa prevista en esta ley, deberá realizarse por medios electrónicos.  Para tales efectos, el Poder Ejecutivo, por medio de la instancia encargada del desarrollo del Gobierno Digital, pondrá a disposición de la Administración Pública un único sistema nacional de gestión electrónica de las compras públicas, cuya regulación se hará mediante un reglamento a esta ley.  Las entidades autónomas y las municipalidades podrán tener sus propios sistemas de gestión electrónica, únicamente cuando acrediten de manera técnica y financiera que se trata de una medida indispensable para atender de mejor forma el interés público a su cargo.”
Transitorio.-	Esta disposición regirá 12 meses después de la publicación de esta reforma.  Para tales efectos, el Poder Ejecutivo deberá emitir el reglamento correspondiente dentro de los primeros tres meses del plazo antes señalado.”
	Queda respaldado que las autoridades autónomas pueden tener sus propios sistemas de gestión electrónica.

	ARTÍCULO 42.- ESTRUCTURA MÍNIMA 
El procedimiento de licitación pública se desarrollará reglamentariamente, y se respetarán los siguientes criterios mínimos: 
[…]
j) La posibilidad de subsanar los defectos de las ofertas en el plazo que indique el Reglamento de esta Ley, siempre y cuando con ello no se conceda una ventaja indebida, en relación con los demás oferentes. Podrán ser objeto de subsanación, el plazo de vigencia de la oferta, así como el plazo de vigencia y el monto de la garantía de participación, cuando tales extremos no se hayan ofrecido por menos del ochenta por ciento (80%) de lo fijado en el cartel. Los demás extremos de la garantía de participación podrán ser objeto de subsanación, conforme lo que disponga el Reglamento. 
[…]

	ARTÍCULO 42.-	ESTRUCTURA MÍNIMA
El procedimiento de licitación pública se desarrollará reglamentariamente, y se respetarán los siguientes criterios mínimos:
[…]
j)	La posibilidad de subsanar los defectos de las ofertas en el plazo que indique el Reglamento de esta ley, siempre y cuando con ello no se conceda una ventaja indebida, en relación con los demás oferentes.  El Reglamento regulará los aspectos subsanables de conformidad con este inciso y con lo dispuesto en el artículo 4 de esta ley, entre los cuales estarán:
i)	el plazo de vigencia de la oferta, así como el plazo de vigencia y el monto de la garantía de participación, cuando tales extremos no se hayan ofrecido por menos del ochenta por ciento (80%) de lo fijado en el cartel;
ii)	todos aquellos hechos históricos cuya acreditación haya sido requerida por el cartel, como los relativos a la experiencia del oferente o a su comportamiento financiero, aunque estos no hayan sido referenciados en la oferta; y
iii)	el pago de los impuestos nacionales y municipales, así como de las contribuciones al Fodesaf y a la Caja Costarricense de Seguro Social.  No podrá adjudicarse en firme un contrato administrativo si los extremos antes señalados no han sido subsanados.  Dicha subsanación no releva en modo alguno al oferente de las consecuencias sancionadoras que le correspondan por los atrasos incurridos en la atención de las obligaciones tributarias o de seguridad social, de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente.
[…]
	En el inciso “j” al eliminar lo que indica que los demás extremos de la garantía de participación podrán ser objeto de subsanación, conforme lo que disponga el Reglamento, queda sin respaldo legal.


	ARTÍCULO 59.- ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL
El inicio del procedimiento de contratación de una obra pública siempre estará precedido, además de los requisitos establecidos en esta ley y sus reglamentos, por un estudio de impacto ambiental que defina los efectos de la obra. 
Los proyectos incluirán las previsiones necesarias para preservar o restaurar las condiciones ambientales, cuando puedan deteriorarse. Asimismo, darán participación en los procedimientos a las entidades competentes en la materia.
	ARTÍCULO 59.-	EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL
El inicio del procedimiento de contratación de una obra pública siempre estará precedido, además de los requisitos establecidos en esta ley y sus reglamentos, por una evaluación de impacto ambiental que defina los efectos de la obra, de conformidad con la normativa ambiental vigente.
Los proyectos incluirán las previsiones necesarias para preservar o restaurar las condiciones ambientales, cuando puedan deteriorarse.  Asimismo, darán participación en los procedimientos a las entidades competentes en la materia.

	Un estudio incorpora la factibilidad, viabilidad y evaluación de un proyecto, en este caso de impacto ambiental, para el cual solo estarían pidiendo la Evaluación.

	ARTÍCULO 84.- COBERTURA DEL RECURSO Y ÓRGANO COMPETENTE 
En contra del acto de adjudicación podrá interponerse el recurso de apelación, en los siguientes casos: 
a. En las administraciones citadas en el inciso a) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada supere los ciento cincuenta y dos millones de colones (¢152.000.000,00). 
b. En las administraciones citadas en el inciso b) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a los ciento siete millones ochocientos mil colones (¢107.800.000,00). 
c. En las administraciones citadas en el inciso c) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a los setenta y siete millones cien mil colones (¢77.100.000,00). 
d. En las administraciones citadas en el inciso d) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a los cincuenta y seis millones cuatrocientos mil colones (¢56.400.000,00). 
e. En las administraciones citadas en el inciso e) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a los cuarenta millones seiscientos mil colones (¢40.600.000,00). 
f. En las administraciones citadas en el inciso f) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a los treinta y cuatro millones ochocientos mil colones (¢34.800.000,00). 
g. En las administraciones citadas en el inciso g) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a los veinticuatro millones de colones (¢24.000.000,00). 53 Ley N.º 7494 ASAMBLEA LEGISLATIVA DE COSTA RICA 
h. En las administraciones citadas en el inciso h) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a los diecisiete millones cuatrocientos mil colones (¢17.400.000,00). 
i. En las administraciones citadas en el inciso i) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a los once millones seiscientos mil colones (¢11.600.000,00). 
j. En las administraciones citadas en el inciso j) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a los cinco millones ochocientos mil colones (¢5.800.000,00). 
Para efectos de la aplicación de los límites anteriores, únicamente se tomará en consideración el monto impugnado. En el caso de licitaciones compuestas por varias líneas, se sumarán los montos adjudicados de las líneas que se impugnen. Si se trata de contratos continuados, se tomará en cuenta el monto adjudicado para el plazo inicial, sin considerar prórrogas eventuales. En licitaciones con cuantía inestimable cabrá el recurso de apelación. En los concursos promovidos de conformidad con lo previsto en el primer párrafo del artículo 1 de esta Ley, resultarán aplicables los límites establecidos en los anteriores incisos. En las adjudicaciones derivadas de autorizaciones basadas en razones de urgencia, no procederá recurso alguno. 
El recurso deberá ser presentado ante la Contraloría General de la República, dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación del acto de adjudicación en los casos de licitación pública. Cuando se trate de licitaciones abreviadas o de concursos promovidos de conformidad con el segundo párrafo del artículo 1 de esta Ley, el recurso deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes a la notificación del acto de adjudicación. 
Los montos de apelación citados en este artículo serán ajustados de conformidad con los criterios establecidos en el artículo 27 de esta Ley. 
	ARTÍCULO 84.-	COBERTURA DEL RECURSO Y ÓRGANO COMPETENTE
Se podrá interponer recurso de apelación ante la Contraloría General de la República en los siguientes casos:
1. Actos de adjudicación provenientes de licitaciones públicas, en tanto, el monto impugnado alcance el límite inferior para tramitar una licitación pública, según los límites y categorías establecidos en el artículo 27 de esta ley.
2. Actos declaratorios de desierto o infructuosos producto de licitaciones públicas, en tanto el monto de la oferta presentada por el recurrente alcance el límite inferior para tramitar una licitación pública, según los límites y categorías establecidos en el artículo 27 de esta ley.
3. Actos finales dictados dentro de contrataciones directas concursadas, autorizadas por la Contraloría General de la República, en el tanto así se haya indicado en el oficio de autorización.
4. Actos de adjudicación de licitaciones públicas de cuantía inestimable.
5. Actos de adjudicación de concursos que se rigen por principios, en el tanto el monto impugnado alcance el mínimo del equivalente a una licitación pública, según el estrato en el que se hubiese ubicado la entidad u órgano licitante, de conformidad con el artículo 27 de esta ley.

Para efectos de la aplicación de los límites anteriores, únicamente se tomará en consideración el monto impugnado.  En el caso de licitaciones compuestas por varias líneas, se sumarán los montos adjudicados de las líneas que se impugnen.  Si se trata de contratos continuados, se tomará en cuenta el monto adjudicado para el plazo inicial, sin considerar prórrogas eventuales.  En las adjudicaciones derivadas de autorizaciones basadas en razones de urgencia, no procederá recurso alguno. 
El recurso deberá ser presentado ante la Contraloría General de la República, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la publicación o notificación según corresponda,  del acto final.
	En este artículo eliminan los montos de la adjudicación que interponen el recurso de apelación, los cuales pueden ser importantes para interponer un recurso de apelación. 

	ARTÍCULO 89.- PLAZO PARA RESOLVER 
En los casos de licitaciones públicas, el recurso de apelación deberá ser resuelto dentro de los cuarenta días hábiles siguientes al auto inicial; en dicho auto se conferirá a la administración y, a la parte adjudicataria, un plazo de diez días hábiles para que se manifiesten sobre los alegatos del apelante y aporten las pruebas respectivas. Cuando se trate de licitaciones abreviadas o de concursos promovidos de conformidad con el segundo párrafo del artículo 1 de esta Ley, el plazo de resolución será de treinta días hábiles y el emplazamiento será por cinco días hábiles. 
En casos muy calificados, cuando para resolver el recurso haya sido necesario recabar prueba para mejor resolver que, por su complejidad no pueda ser rendida dentro del plazo normal de resolución, mediante decisión motivada podrá prorrogarse el período hasta por otros veinte días hábiles, en los casos de licitaciones públicas, y por diez días hábiles, cuando se trate de licitaciones abreviadas o de concursos promovidos de conformidad con el párrafo segundo del artículo 1 de esta Ley. 
	ARTÍCULO 89.- PLAZO PARA RESOLVER
El recurso de apelación deberá ser resuelto dentro de los treinta días hábiles siguientes al auto inicial; en dicho auto se conferirá a la Administración y, a la parte adjudicataria, un plazo de cinco días hábiles para que se manifiesten sobre los alegatos del apelante y aporten las pruebas respectivas.
En casos muy calificados, cuando para resolver el recurso haya sido necesario recabar prueba para mejor resolver que, por su complejidad no pueda ser rendida dentro del plazo normal de resolución, mediante decisión motivada podrá prorrogarse el período hasta por otros diez días hábiles.

	Al disminuir los plazos permite resolver de una manera más ágil los recursos de apelación. 

	ARTÍCULO 91.- COBERTURA Y PLAZO 
Cuando, por el monto, no proceda el recurso de apelación, podrá solicitarse la revocatoria del acto de adjudicación, dentro de los cinco días hábiles siguientes al día en que se comunicó. Sin embargo, cuando el jerarca del órgano o ente no haya adoptado el acto de adjudicación, el interesado podrá tramitar su recurso como apelación ante el jerarca respectivo. 
	ARTÍCULO 91.- COBERTURA Y PLAZO
Cuando no proceda el recurso de apelación, podrá solicitarse la revocatoria del acto de adjudicación, dentro de los cinco días hábiles siguientes al día en que se comunicó.  Sin embargo, cuando el jerarca del órgano o ente no haya adoptado el acto de adjudicación, el interesado podrá tramitar su recurso como apelación ante el jerarca respectivo.
	



ARTÍCULO 4.-	Refórmense los artículos 2, 12, 16, 25, 31, 33 y 41 de la Ley de Expropiaciones, N.° 7495,  de  3  de  mayo  de  1995,  reformada mediante Ley N.° 7757, de 10 de marzo de 1998.  

	Ley de Expropiaciones

	Artículo Vigente
	Proyecto No. 18732
	Observación

	ARTÍCULO 2.-	ADQUISICIÓN DE BIENES O DERECHOS
Cuando, para cumplir con sus fines, la Administración Pública necesite adquirir bienes o derechos, deberá sujetarse a las regulaciones vigentes sobre la contratación administrativa, salvo que, a causa de la naturaleza de la obra, los estudios técnicos determinen los bienes o los derechos por adquirir; en tal caso, deberán seguirse los trámites que se establecen en esta Ley.
	ARTÍCULO 2.-	ADQUISICIÓN DE BIENES O DERECHOS
Decláranse de utilidad pública, los bienes inmuebles, sean fincas completas, franjas, derechos o intereses patrimoniales legítimos, que por su ubicación sean necesarios para la ejecución de los diferentes proyectos de obra pública a cargo del Estado.

	Se detalla los bienes inmuebles de utilidad pública.

	ARTÍCULO 12.- EXACCIONES Y GRAVÁMENES
El bien expropiado se adquirirá libre de exacciones y gravámenes. No obstante, sobre él podrán conservarse servidumbres,  siempre que resulten compatibles con el nuevo destino del bien y exista acuerdo entre el expropiador y el titular del derecho.
Cuando sobre lo expropiado pesen gravámenes o cargas, el Juez separará, del monto de la indemnización, la cantidad necesaria para cancelarlos y girará los montos respectivos, a quien corresponda, previa audiencia al expropiado.


	ARTÍCULO 12.-	EXACCIONES Y GRAVÁMENES
El bien expropiado se adquirirá libre de exacciones y gravámenes. No obstante, sobre él podrán conservarse servidumbres, siempre que resulten compatibles con el nuevo destino del bien y exista acuerdo entre el expropiador y el titular del derecho de servidumbre.
Cuando sobre lo expropiado pesen gravámenes o cargas, el juez separará, del monto de la indemnización, la cantidad necesaria para cancelarlos y girará los montos respectivos, a quien corresponda, previa audiencia al expropiado. 
Cuando se trate de servidumbres trasladadas que existen al margen de la finca expropiada, como gravamen, pero no en la realidad física del inmueble, el Notario dará fe, en la escritura pública, de que la servidumbre no existe en la materialidad y carece de interés actual, con vista en un informe técnico elaborado por la Administración, lo que será suficiente para que el Registro Nacional cancele sin más trámite el asiento.
Para los efectos de esta ley, y tratándose de terrenos a expropiar cuya finalidad sea específicamente para carreteras nacionales, no se entenderá por gravámenes las limitaciones impuestas por leyes de interés público tales como la Ley de Planificación Urbana, Ley Forestal, Ley General de Caminos Públicos, Ley de Aguas, ni las condiciones por reservas y restricciones, ni los plazos de convalidación por inscripciones a tenor de la Ley de Informaciones Posesorias (Ley N.º 139, de 14 de julio de 1941, y sus reformas) y la Ley de Inscripción de Derechos Indivisos (Ley N.º 2755, de 9 de junio de 1961 reformada por Ley N.º 2779, de 12 de julio de 1961).
Tampoco se entenderá por gravámenes aquellos otros que no constituyen objeto de indemnización dentro del proceso expropiatorio, derivados de la relación privada originaria existente entre el titular del derecho de propiedad y el bien expropiado, y entre ambos y sus acreedores en sentido amplio, sean personales o reales.
En todos estos casos el Registro Nacional, a solicitud del notario autorizante, procederá a cancelar los asientos de inscripción sobre el inmueble expropiado.  Si se trata de segregaciones la cancelación se hará únicamente sobre el lote a expropiar.
	Consideraciones sobre servidumbres, fincas expropiadas, segregaciones. 

	ARTÍCULO 16.- RESTITUCIÓN
Transcurridos diez años desde la expropiación, el expropiador devolverá, a los dueños originales o a los causahabientes que lo soliciten por escrito, las propiedades o las partes sobrantes que no se hayan utilizado totalmente para el fin respectivo.
El interesado deberá cubrir, al ente expropiador, el valor actual del bien, cuya valoración se determinará de acuerdo con los trámites previstos en esta Ley.

	ARTÍCULO 16.-	RESTITUCIÓN
Transcurridos diez años desde la inscripción del inmueble expropiado a nombre del Estado, el expropiador devolverá, a los dueños originales o a los causahabientes que lo soliciten por escrito, las propiedades o las partes sobrantes que no se hayan utilizado totalmente para el fin respectivo.
El interesado deberá cubrir, al ente expropiador, el valor actual del bien, cuya valoración se determinará de acuerdo con los trámites previstos en esta ley.
Transcurridos los diez años establecidos en el presente artículo, los expropiados o sus causahabientes tendrán tres años adicionales para ejercer el derecho de restitución, reconocido en esta norma.
	Derecho para ejercer la restitución de un inmueble expropiado.

	Artículo 25.- Notificación del avalúo
El avalúo se notificará tanto al propietario como al inquilino, al arrendatario y a los otros interesados, en su caso, mediante copia literal que se les entregará personalmente o se les dejará en su domicilio.
En la misma resolución que ordene notificar el avalúo, se le
concederá al administrado un plazo mínimo de ocho días hábiles para
manifestar su conformidad con el precio asignado al bien, bajo el
apercibimiento de que su silencio será tenido como aceptación del avalúo
administrativo. Si aceptare el precio, comparecerá a otorgar la escritura
de traspaso en la fecha que la Administración le indique.
Aceptado el avalúo administrativo o transcurrido sin respuesta el
plazo para oponerse, el avalúo quedará firme y no cabrá oposición
posterior en ninguna etapa del proceso administrativo.
El expropiado no podrá oponerse en vía judicial, cuando haya aceptado
expresamente el avalúo en vía administrativa.
Aun cuando el propietario no acepte el avalúo administrativo, podrá
cambiar de criterio en cualquier momento, lo cual permitirá a la
Administración expropiante suscribir el traspaso directo. Si el caso ya
está en la etapa judicial, el juez dictará sentencia de inmediato,
conforme al valor del avalúo administrativo. Para tales efectos, el
expropiado podrá pedir que el valor se actualice conforme a los índices de
inflación registrados por el Banco Central de Costa Rica.”

	“Artículo 25.-	Notificación del avalúo
El avalúo se notificará tanto al propietario como al inquilino, al arrendatario y a los otros interesados, en su caso, mediante copia literal que se les entregará personalmente o se les dejará en su domicilio.

En la misma resolución que ordene notificar el avalúo, se le concederá al administrado expropiado un plazo mínimo de cinco días hábiles para manifestar su conformidad con el precio asignado al bien, bajo el apercibimiento de que su silencio será tenido como aceptación del avalúo administrativo.  Si aceptare el precio, la Administración procederá a confeccionar la escritura de traspaso correspondiente.

Aceptado el avalúo administrativo o transcurrido sin respuesta el plazo para oponerse, el avalúo quedará firme y no cabrá oposición posterior en ninguna etapa del proceso administrativo.

El expropiado no podrá oponerse en vía judicial, cuando haya aceptado expresamente el avalúo en vía administrativa.

Aun cuando el propietario no acepte el avalúo administrativo, podrá cambiar de criterio en cualquier momento, lo cual permitirá a la Administración expropiante suscribir el traspaso directo.  Si el caso ya está en la etapa judicial, el juez dictará sentencia de inmediato, conforme al valor del avalúo administrativo.  Para tales efectos, el expropiado podrá pedir que el valor se actualice conforme a los índices de inflación registrados por el Banco Central de Costa Rica.

Cuando por razones de hecho o de derecho, no se pudiere notificar personalmente a los expropiados el avalúo administrativo, se publicarán edictos por una sola vez, en dos de los periódicos de mayor circulación en el país.

Las publicaciones se harán en días diferentes y deben contener:

a)	La descripción del inmueble a expropiar.
b)	El monto del avalúo administrativo.
c)	El término del emplazamiento, que será de tres días hábiles a partir de la última publicación.
d)	La advertencia de que transcurrido este término, se continuará con las diligencias de expropiación.”

	Cambio de plazo y notificaciones a los expropiados.

	ARTÍCULO 31.- RESOLUCIÓN INICIAL, SELECCIÓN DEL PERITO Y POSESIÓN DEL BIEN
Recibida la solicitud de la Administración, el Juzgado de lo contencioso-administrativo expedirá, de oficio, el mandamiento de anotación definitiva, en el registro público correspondiente, de los
inmuebles y derechos por expropiar.
En la misma resolución, el juzgado nombrará un perito idóneo según su especialidad y experiencia, para que revise el avalúo administrativo.
El juez escogerá al perito de entre la lista que presenten los colegios profesionales a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, que la publicará en el Boletín Judicial una vez aprobada. Para el nombramiento deberá seguirse un riguroso orden rotativo, con base en un registro que llevará el Poder Judicial.
La Procuraduría General de la República, la institución expropiante o el expropiado podrán oponerse al nombramiento del perito que no sea idóneo. Contra lo resuelto por el juez, cabrá apelación para ante el superior.
El juez fijará también los honorarios del perito, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 37 de la presente ley.
En la resolución inicial, se le concederá al expropiado un plazo de dos meses para desalojar el inmueble, siempre que la Administración haya depositado el monto del avalúo administrativo. El juez está facultado para no ordenar la desocupación del inmueble cuando, en su criterio, el monto del avalúo no corresponda al principio de precio justo, según los precedentes para casos similares.

	ARTÍCULO 31.-RESOLUCIÓN INICIAL, SELECCIÓN DEL PERITO Y POSESIÓN DEL BIEN
Recibida la solicitud de la Administración, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo separará el proceso en dos legales judiciales, uno correspondiente a la entrada en posesión del bien y otro correspondiente al justiprecio del bien o derecho expropiado.  Además, expedirá de oficio el mandamiento de anotación definitiva, en el registro público correspondiente, de los inmuebles y derechos por expropiar.
La resolución de entrada en posesión del inmueble deberá emitirse dentro de los quince días naturales siguientes, contados a partir de la presentación de las diligencias de expropiación por parte de la Procuraduría General de la República o del representante de la institución expropiante. 
La resolución inicial se pronunciará acerca de los siguientes extremos:
A)	La existencia de la declaratoria de interés público.
B)	La existencia del avalúo y su notificación al propietario.
C)	La publicación de los edictos en el Boletín Judicial.
D)	El depósito judicial del avalúo.
E)	La existencia del interés público en expropiar el bien o el derecho.
F)	La autorización para entrar en posesión del bien o derecho.
G)	La orden girada al expropiado para desalojar el inmueble en un plazo de quince días hábiles.
Contra la autorización judicial de entrar en posesión del inmueble no procederá recurso alguno.
En la misma resolución, el juzgado nombrará un perito idóneo según su especialidad y experiencia, para que revise el avalúo administrativo.
El juez escogerá al perito de entre la lista que presenten los colegios profesionales a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, que la publicará en el Boletín Judicial una vez aprobada.  Para el nombramiento deberá seguirse un riguroso orden rotativo, con base en un registro que llevará el Poder Judicial.
La Procuraduría General de la República, la institución expropiante o el expropiado podrán oponerse al nombramiento del perito que no sea idóneo.  Contra lo resuelto por el juez, cabrá apelación para ante el superior.
El juez fijará también los honorarios del perito, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 37 de la presente ley.
	Menciona la posesión del inmueble y en los casos en los que debe pronunciarse en la resolución inicial el expropiante.

	ARTÍCULO 33.ENTRADA EN POSESIÓN
Si transcurridos los dos meses estipulados en el artículo 31 de esta Ley el inmueble no ha sido desocupado, el Juez procederá a ordenar el desalojo; para ello, se auxiliará con la fuerza pública y pondrá a la administración en posesión del bien.

	ARTÍCULO 33.-	ENTRADA EN POSESIÓN
Si transcurridos los quince días hábiles estipulados en el artículo 31 de esta ley el inmueble no ha sido desocupado, el juez procederá de inmediato a ordenar el desalojo, para ello, podrá requerir el auxilio de la Fuerza Pública y pondrá a la Administración en posesión del bien.”



	Cambios de plazos 

	ARTÍCULO 41.- APELACIÓN
La parte disconforme con la resolución final podrá apelar ante el Tribunal Superior Contencioso Administrativo, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la notificación.
Presentada la apelación y transcurrido el plazo para apelar, el juzgado elevará de inmediato los autos."

	ARTÍCULO 41.-	APELACIÓN
La parte disconforme con la resolución final podrá apelar ante el Tribunal Superior Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha de la notificación.
Presentada la apelación y transcurrido el plazo para apelar, el juzgado elevará los autos de inmediato.
Transitorio.-	Los procesos de expropiación pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, continuarán tramitándose de conformidad con las disposiciones vigentes en el momento de iniciarlos, salvo que puedan adaptarse a estas nuevas normas sin irrespetar el derecho del expropiado al debido proceso legal.
	Cambios de plazos 



ARTÍCULO 5.-	Deróganse los artículos 18, 19 y 45 de la Ley de Expropiaciones N.° 7495,  de  3  de  mayo  de  1995,  reformada  mediante  Ley N.° 7757, de 10 de marzo de 1998.  

	Ley de Expropiaciones

	Artículo Vigente
	Proyecto No. 18732
	Observación

	TRANSITORIO.- Los procesos de expropiación pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, continuarán tramitándose de conformidad con las disposiciones vigentes en el momento de iniciarlos.
	Los procesos de expropiación pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, continuarán tramitándose de conformidad con las disposiciones vigentes en el momento de iniciarlos.

	No hay observación



ARTÍCULO 6.-	Refórmese  el  artículo 222 de la Ley General de Salud, Ley N.º 5395, publicada en La Gaceta N.º 222, de 24 de noviembre de 1973.  

	Ley General de Salud

	Artículo Vigente
	Proyecto No. 18732
	Observación

	ARTICULO 222.- 
El permiso para operar un establecimiento de alimentos será válido por un año, salvo que las condiciones de éste, o de su funcionamiento, o las infracciones que se cometan, ameriten la cancelación anticipada del permiso o la clausura del establecimiento para resguardar la salud del público o de los empleados.
	ARTÍCULO 222.-	
El permiso para operar un establecimiento de alimentos será válido por cinco años, salvo que las condiciones sanitarias de su funcionamiento, o las infracciones que se cometan, ameriten la cancelación anticipada del permiso o la clausura del establecimiento para resguardar la salud pública o de los empleados.”
	Cambio de plazo 



ARTÍCULO 7.-	Refórmese el artículo 3 de la Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional, N.º 8316, de 24 de abril del 2003.

	Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional

	Artículo Vigente
	Proyecto No. 18732
	Observación

	ARTÍCULO 3º—ADMINISTRACIÓN Y FISCALIZACIÓN DEL TRIBUTO. 
El control y la fiscalización del tributo corresponderán a la Dirección General de Tributación. Para este efecto, la Dirección General de Aviación Civil y la Dirección General de Migración y Extranjería, así como cualquier otro ente involucrado en el cobro del tributo, se constituirán en colaboradores obligados de la Administración Tributaria y brindarán la información que ella requiera para el cumplimiento de sus funciones.
Las entidades responsables del cobro del tributo al Estado, deberán establecer y mantener por separado un registro contable del tributo percibido y reintegrado por el Estado por concepto del derecho de salida del territorio nacional por vía aérea, según las disposiciones de esta Ley y sus Reglamentos.
Autorizase al Ministerio de Hacienda para que otorgue en concesión la gestión de cobro del tributo creado en esta Ley a un ente no gubernamental sin fines de lucro, reservándose las potestades de fiscalización y control para el cumplimiento adecuado de sus deberes. El contrato celebrado en aplicación de lo dispuesto en este párrafo será suscrito por el ministro de Hacienda en representación del Poder Ejecutivo y le serán aplicables las disposiciones de la Ley de Contratación Administrativa. Asimismo, quedarán autorizados para la recaudación de dicho tributo los bancos estatales designados al efecto por el Banco Central de Costa Rica, de conformidad con los procedimientos legales correspondientes. El ente adjudicatario de la licitación para recaudar el tributo, tendrá la potestad discrecional de facultar a otros entes, instituciones o cualquier sujeto de derecho, a fin de que lo recauden.
	ARTÍCULO 3.-	ADMINISTRACIÓN Y FISCALIZACIÓN DEL TRIBUTO. 
El control y la fiscalización del tributo corresponderán a la Dirección General de Tributación.  Para este efecto, la Dirección General de Aviación Civil y la Dirección General de Migración y Extranjería, así como cualquier otro ente involucrado en el cobro del tributo, se constituirán en colaboradores obligados de la Administración Tributaria y brindarán la información que ella requiera para el cumplimiento de sus funciones.
Las entidades responsables del cobro del tributo al Estado, deberán establecer y mantener por separado un registro contable del tributo percibido y reintegrado por el Estado por concepto del derecho de salida del territorio nacional por vía aérea, según las disposiciones de esta ley y sus reglamentos.
Autorizase al Ministerio de Hacienda para que otorgue en concesión la gestión de cobro del tributo creado en esta ley a un ente no gubernamental sin fines de lucro, reservándose las potestades de fiscalización y control para el cumplimiento adecuado de sus deberes.  El contrato celebrado en aplicación de lo dispuesto en este párrafo será suscrito por el ministro de Hacienda en representación del Poder Ejecutivo y le serán aplicables las disposiciones de la Ley de Contratación Administrativa.  Asimismo, quedarán autorizados para la recaudación de dicho tributo los bancos estatales, privados y líneas áreas, siempre y cuando suscriban convenios de recaudación de conformidad con lo señalado en el párrafo anterior.
	Ampliación de los entes autorizados para la recaudación del tributo.



En relación al Título II. Disposiciones relativas a la organización del poder ejecutivo y al Título III.  Creación del consejo económico y social, se sugiere incluir el párrafo “… no se aplica a las municipalidades ni a las universidades públicas…”.  Antes de hacer mención al Título II y III, o bien, como un artículo aparte.

RECOMENDACIÓN

Según el Artículo 8 de la Ley General de Control Interno, establece la garantía en el uso de los recursos públicos asignados para cumplir los objetivos institucionales mediante los objetivos del Sistema de Control Interno, los cuales son los siguientes:

a. Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.
b. Exigir confiabilidad y oportunidad de la información.
c. Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones.
d. Cumplir  con el ordenamiento jurídico

Además, de conformidad con el Artículo 21 de la Ley General de Control Interno se establece el concepto funcional de la Auditoria Interna en donde en forma independiente evalúa la efectividad de los procesos de la Administración activa y permite proporcionar informes sobre la actuación del Jerarca conforme al marco legal, técnico y a la buenas prácticas.  Por lo que los cambios a las modificaciones a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, en el presente proyecto de ley debilita el funcionamiento de las Auditorías Internas en el Sector Público.

Es por ello que se recomienda NO apoyar el proyecto “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, sin antes realizar un estudio más exhaustivo y de análisis de los entes involucrados en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República de Costa Rica, Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, Ley de Contratación Administrativa, Ley de Expropiaciones, Ley General de Salud, Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional.



















ANEXO 9


AE-152-2013
Memorando


PARA:		Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva
		Consejo Institucional 
		Tecnológico de Costa Rica
			      
DE:		Dr. Alejandro Masís, Director 
Escuela Administración de Empresas

FECHA:		 Marzo 18, 2014

ASUNTO: 	Respuesta a su solicitud de criterio en Proyecto de Ley “Para mejorar el funcionamiento de las instituciones del Sector Público”



En respuesta a su solicitud de análisis sobre el proyecto de ley “Para mejorar el funcionamiento de las instituciones del Sector Público”, según expediente 18.732,  le adjunto el criterio de la Escuela AE.   El análisis  lo realizó la Máster Ximena Araneda, profesora de la Escuela y especialista en el área de Economía. 



Atentamente 















Observaciones
Expediente 18.732 “Ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”


Considerando que:


1) La ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N.º 7428,  artículo 1.- Naturaleza jurídica y atribución general, estipula “…La Contraloría General de la República es un órgano constitucional fundamental del Estado, auxiliar de la Asamblea Legislativa en el control superior de la Hacienda Pública y rector del sistema de fiscalización que contempla esta Ley…”y en el artículo 11.- Finalidad del ordenamiento del control y fiscalización  superiores, manifiesta: “…Los fines primordiales del ordenamiento contemplado en esta Ley, serán garantizar la legalidad y la eficiencia de los controles internos y del manejo de los fondos públicos en los entes sobre los cuales tiene jurisdicción la Contraloría General de la República, de conformidad con esta Ley…” Manifestando así la naturaleza y atribuciones de la Contraloría.

2) La propuesta de reforma del “Proyecto de ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”,  al artículo No.20 de la ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N.º 7428, elimina “…la administración obligada deberá gestionar y obtener la aprobación, previamente a dar la orden de inicio de ejecución del respectivo contrato…” y en su lugar propone: “… En los casos en los que, a pesar de requerirse el refrendo contralor, se inicie la ejecución de un contrato sin contar con ese requisito…”

3) La ley Orgánica de la Procuraduría General de la República No. 6815, indica en el artículo 1°.—Naturaleza Jurídica: “La Procuraduría General de la República es el órgano superior consultivo, técnico-jurídico, de la Administración Pública, y el representante legal del Estado en las materias propias de su competencia...”. Asimismo, en el artículo No.10 manda que “…Los dictámenes y pronunciamientos que emita serán de acatamiento general para la Administración Central, salvo acuerdo o disposición en contrario del Poder Ejecutivo, o decisión diferente de la Contraloría General de la República en materias de su competencia…”. Manifestando así la naturaleza y atribuciones de la Procuraduría, diferenciándola sustancialmente de las de la Contraloría General de la República.

4) La ley Orgánica de la Procuraduría General de la República No. 6815, indica en el artículo 4º.—Consultas: “…Los órganos de la Administración Pública, por medio de los jerarcas de los diferentes niveles administrativos, podrán consultar el criterio técnico-jurídico de la Procuraduría; en cada caso, deberán acompañar la opinión de la asesoría legal respectiva, salvo el caso de los auditores internos, quienes podrán realizar la consulta directamente…”. En el nuevo texto propuesto se elimina la posibilidad de que los auditores concurran a consultar directamente a la Procuraduría.  

5) La reforma propuesta, por el “Proyecto de ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”,  al artículo No.8 de la Ley de Contratación administrativa No. 7494, que actualmente indica “…Para iniciar el procedimiento de contratación administrativa, es necesario contar con recursos presupuestarios suficientes para enfrentar la erogación respectiva. En casos excepcionales y para atender una necesidad muy calificada, a juicio de la Administración y previa autorización de la Contraloría General de la República, podrán iniciarse los procedimientos de contratación administrativa, para lo cual se requiere la seguridad de que oportunamente se dispondrá de la asignación presupuestaria. En estas situaciones, la Administración advertirá, expresamente en el cartel, que la validez de la contratación queda sujeta a la existencia del contenido presupuestario…”, propone sustituirla por: “…Para iniciar el procedimiento de contratación administrativa, es necesario contar con recursos presupuestarios suficientes para enfrentar la erogación respectiva.  En casos excepcionales y para atender una necesidad muy calificada, a juicio de la Administración podrán iniciarse los procedimientos de contratación administrativa sin contar con el contenido presupuestario, para lo cual se requiere la seguridad de que oportunamente se dispondrá de la asignación respectiva.  En estas situaciones, la Administración advertirá, expresamente en el cartel, que la validez de la contratación queda sujeta a la existencia del contenido presupuestario. En las contrataciones cuyo desarrollo se prolongue por más de un período presupuestario, únicamente es necesario presupuestar el monto  que se ejecutará proporcionalmente en ese año y para los subsiguientes periodos anuales se deberán incorporar los restantes montos, según corresponda.De igual manera se pondrán iniciar contrataciones en el año anterior a aquel en el que se ejecutará el contrato, cuando se advierta esta circunstancia en el cartel y existan razones justificadas para esa actuación.  En este caso deberá adoptarse todas las medidas necesarias para garantizar el pago en el momento oportuno.”

6) La reforma propuesta, por el “Proyecto de ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”,  al artículo No.11 de la Ley de Contratación administrativa No. 7494, que actualmente indica en el párrafo final “…La Administración podrá reconocer, en sede administrativa, los extremos indicados en los incisos anteriores. Para hacer efectiva la resolución deberá contar con la aprobación de la Contraloría General de la República…”, elimina la necesidad de contar con la aprobación de la Contraloría General de la República

7) La ley de Expropiaciones indica en el artículo  2.- Adquisición de bienes o derechos: “…Cuando, para cumplir con sus fines, la Administración Pública  necesite adquirir bienes o derechos, deberá sujetarse a las regulaciones vigentes sobre la contratación administrativa, salvo que, a causa de la naturaleza de la obra, los estudios técnicos determinen los bienes o los derechos por adquirir; en tal caso, deberán seguirse los trámites que se establecen en esta Ley…” En el nuevo texto se sustituye “bienes y derechos” por bienes inmuebles. 

8) El Proyecto de ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público, expone en el artículo 12.- “…Facultades de organización del Poder Ejecutivo. Las funciones y competencias que otras leyes asignen a los distintos ministerios del Poder Ejecutivo y a los órganos que los componen, se entenderán asignadas al Poder Ejecutivo en sentido lato.  El Poder Ejecutivo, mediante decreto ejecutivo dictado con participación del ministro o ministros competentes, podrá reorganizar o reasignar esas funciones y competencias, ya sea dentro de un mismo ministerio o entre ministerios distintos.  Quedan a salvo los órganos desconcentrados exceptuados de la facultad de reconcentración conforme a esta ley…”. 

9) El artículo 15 del Proyecto de ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público, establece la creación del Consejo Económico Social. Sobre el que esta institución ha dado su criterio.

10) El proyecto de ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público, implica una reforma sustancial del funcionamiento del Estado costarricense, debido a que pretende  modificar y derogar parcial o totalmente las siguientes leyes:
a) Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N.º 7428,
b) Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República
c) Ley de Contratación Administrativa
d) Ley de Expropiaciones, N.° 7495
e) Ley General de Salud, Ley N.º 5395
f) Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional, N.º 8316



Se concluye que: 

1. Las atribuciones de la Procuraduría y de la Contraloría son claras a partir de sus respectivas leyes orgánicas, sin embargo las reformas propuestas en el proyecto de ley tienden  a debilitar sus funciones, lo que podría atentar contra el principio de sana administración.
2. La reforma propuesta  por el “Proyecto ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, al artículo 17 de  la ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N.º 7428,  está limitando una de las atribuciones más importantes de la Contraloría, que es precisamente velar por el control de la eficiencia. Esto es muy evidente, pues Incluso elimina del título del artículo  “La potestad de control de eficiencia” y la cambia por  “el control de legalidad”. 
3. La reforma propuesta por el “Proyecto ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, al artículo 4º de la ley Orgánica de la Procuraduría General de la República No. 6815,  obstaculiza el ejercicio de control de una auditoría interna, al privarla de la posibilidad de consultar con el procurador de forma directa. 
4. La propuesta de reforma al artículo No.20 de la ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N.º 7428, abre la posibilidad de que se inicie una obra sin el respectivo refrendo del ente contralor, lo que crea inseguridad jurídica.
5. Al eliminar con la reforma propuesta, por el “Proyecto de ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”,  el artículo No.8 de la Ley de Contratación administrativa No. 7494, la obligatoriedad de contar con la autorización previa de la contraloría para iniciar obras sin contenido presupuestario, se deja a total discreción del titular de la Administración de turno, una decisión que a todas luces debe contar con la venia de la contraloría.
6. La reforma propuesta, por el “Proyecto de ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”,  al artículo No.11 de la Ley de Contratación administrativa No. 7494, atenta contra el rol contralor de la Contraloría.
7. El sustituir “bienes y derechos” por “bienes inmuebles”, en el artículo 2 de la ley de Expropiaciones, No.7495, restringe el espíritu de la ley de expropiaciones.
8. Las atribuciones concedidas al Poder Ejecutivo en el artículo 12 del “Proyecto de ley para mejorar el funcionamiento de las instituciones del sector público”, da la potestad al Poder Ejecutivo de hacer reformas en todos los niveles a la organización del Estado, sin establecer los requerimientos a cumplir para ello y los  controles a los cuales debe ajustarse.
9. En relación a la creación del Consejo Económico Social, se mantienen las observaciones realizadas con anterioridad y que se anexan al presente documento.
10. En vista de que se está realizando una revisión de una serie de leyes, se recomienda revisar la Ley No. 55-07 con el fin de buscar los niveles de eficiencia y coordinación con las leyes bajo estudio.


Quedo a sus órdenes para cualquier consulta.
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